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ACTA Nº13-05

Sesión celebrada el 31 de Marzo de 2005.

Sesión ordinaria Nº 13-05 celebrada por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, a las diecisiete horas treinta y cinco minutos del día 31 de marzo del año dos mil cinco y ratificada en las oficinas centrales en Zapote, con la asistencia de los siguientes directivos:

Lic.   Alejandro López Mc Adam   

Vicepresidente 
MSc.   Grettel Ortiz Alvarez


Secretaria

Lic.   Ramiro Salvador Arauz Montero 
Prosecretario
MSc.   Iván Salas Leitón
 


Vocal I

Lic.   Miguel Román Díaz 
   

Vocal II

Lic.
  José Daniel Alvarado Bonilla 
Vocal IV   

Lic.   Wilfred Arce Salas 

     Vocal V 

Licda. Sonia María Arias Gutiérrez 
Fiscal

AUSENTES CON JUSTIFICACIÓN

Lic.   Gilberto Corella Quesada

Presidente 

Licda. Rocío Cerdas Quesada


Tesorera 

Licda. Cruz María Calvo Cuadra 

Vocal III

FUNCIONARIOS ASISTENTES:

Lic. José Luis Meneses Rímola   Director Ejecutivo

Licda. Seidy Azofeifa Aguirre   Secretaria de Actas 

Lic. Gerardo Jiménez

   Fiscalía


Lic. Antonio Lacayo


   Fiscalía

Lic. Gary Hernández


   Fiscalía

Sr. Elías Castro 


   Fiscalía 

ARTICULO 1) Comprobación de quórum e inicio de sesión
El Lic. Alejandro López Mc Adam, comprobado el quórum de ley, da inicio a la sesión ordinaria Nº 13-05, con la presencia de los siguientes señores directivos:

MSc.   Grettel Ortiz Alvarez


Secretaria

Lic.   Ramiro Salvador Arauz Montero 
Prosecretario
Lic.
  José Daniel Alvarado Bonilla 
Vocal IV   

Lic.   Wilfred Arce Salas 

     Vocal V 

Licda. Sonia María Arias Gutiérrez 
Fiscal

ARTICULO 2) APROBACIÓN AGENDA DE PRESIDENCIA
El señor Vicepresidente somete a consideración de los señores directivos el siguiente orden del día:

1.-  Comprobación de quórum e inicio de sesión

2.-  Aprobación Agenda Presidencia

3.-  Lectura y aprobación del acta 

4.-  Asuntos de Fiscalía  
5.-  Cena
6.- Informes de los señores directivos

7.- Informes del Director Ejecutivo

SE ACUERDA: 

Aprobar el orden del día presentado por el Lic. Alejandro López Mc Adam.

ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACIÓN DEL ACTA
Se da lectura del acta Nº 12-05 celebrada el 17 de marzo del 2005.

SE ACUERDA: 

Aprobar el acta Nº12-05 celebrada el 17 de marzo del 2005 con las observaciones realizadas por los señores directivos.

ARTICULO 4) INFORME DE FISCALIA

4.1. Expediente: 797-03

Denunciado: Lic. Carlos Montero Barrantes

Denunciante: De Oficio

Se denuncia una inasistencia del Licenciado Montero a un debate.

Se demostró que aunque el abogado no asistió a la audiencia oral y publica, no lo hizo por un descuido propio ni por que no quisiera hacerlo sino por un error de su secretaria. El Licenciado Montero demostró su preocupación por lo ocurrido y su interés en mantenerse en el cargo de defensor, por lo que no se estima que su inasistencia fuese malintencionada. Queda comprobado que la secretaria recibió la notificación y que no la agregó a la agenda puesto que esperó a hacerlo luego, lo que olvidó.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y se ordena su archivo.

 

4.2. Expediente: 110-05

Denunciado: Lic. Jovino Brenes Álvarez

Denunciante: De Oficio

El 22 de febrero del año 2005,  se recibió testimonio de Piezas por parte del  Juzgado Penal del II Circuito Judicial de San José, de la sumaria 01-201256-306-PE, la cual se tramitó por los delitos de Falsificación de Documentos Públicos y auténticos,  Falsedad Ideológica y uso de Documento Falso en concurso material, contra Álvaro Jovino Brenes Alvarez y otro, la cual se encuentra archivada con un sobreseimiento definitivo por extinción de la acción penal, por conciliación el cual se encuentra firme. 

El presente caso no encuadra dentro de los supuestos del artículo 10 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, debido que aunque existió un proceso penal en contra del Licenciado Brenes Álvarez este finalizó con un sobreseimiento definitivo. No procede investigar los hechos independientemente del delito y su condena, puesto que fueron cometidos en el ámbito notarial, y el Juzgado Notarial ya conoce los hechos. 

 

POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente

EL LIC. ALEJANDRO LÓPEZ MC ADAM SE EXCUSA DE VOTAR EL SIGUIENTE CASO.

4.3. Expediente: 307-01

Denunciado: Lic. Manuel Enrique Cano Cob

Denunciante: De Oficio

El Juzgado Penal de Corredores informa que contra el Licenciado Manuel Enrique Cano Cob se tramita una causa penal por los delitos de Falsedad Ideológica y Uso de Documento Falso en la cual se ha dictado auto de apertura a juicio. 

La causa finalizó con un sobreseimiento definitivo a favor de los imputados, entre ellos el Licenciado Cano Cob, por haberse sometido y cumplido a una reparación integral del daño, por lo que evidentemente no podría suspendérsele por haber sido condenado. Al no definirse nada en sede penal, el asunto en esta sede debe resolverse con la prueba que conste en autos, la cual no existe, puesto que nadie se apersonó a la comparecencia, no se cuenta con dictamen grafotécnico que indique que la firma es falsa, ni de que no fue puesta en presencia del abogado Cano, prueba que ni siquiera fue evacuada en sede penal por que no existió debate al haber finalizado la causa por una reparación integral del daño. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar su archivo.

 

4.4. Expediente: 491-03

Denunciado: Lic. Olman Alvarado Cervantes

Denunciante: De Oficio

Se informa que se decretó el abandono de la defensa del  Lic. Olman Alvarado Cervantes, al no comparecer un debate oral y público en el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José

Se demostró que al momento de aceptar la defensa el Licenciado Olman Alvarado Cervantes, indicó que recibiría notificaciones al fax 254-1733. El Tribunal  notificó la audiencia al fax 221-2357, por lo que se estima que existió un error en la notificación por lo que no tenía forma de saber el denunciado  la fecha al debate.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. 

 

4.5. Expediente: 494-04

Denunciado: Lic. Rafael Ángel Solano Cruz

Denunciante: De Oficio

El presente procedimiento da inicio por las manifestaciones que realizó con ocasión del trámite del procedimiento administrativo disciplinario número 696-02, en cuanto a que él en algunas ocasiones cuando llega al Registro Público a realizar diferentes trámites lleva consigo hojas firmadas y selladas en blanco, pues podría estar incurriendo en la falta de autenticación en blanco. 

No se cuenta con prueba idónea para imponer una sanción de tipo disciplinario al Licenciado Solano, pues no se logró determinar en que circunstancias de modo tiempo y lugar es que él porta las hojas firmadas y selladas en blanco y que contienen tales papeles. El artículo 67 inciso d del Código de Moral vigente a la fecha de los hechos indicaba lo siguiente: “Son faltas graves: (…) d. La autenticación de una firma falsa, o no puesta en su presencia, o la autenticación de un documento en blanco. (…)” El Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, vigente al día de hoy establece lo siguiente en cuanto a la autenticación en blanco en su artículo 83 inciso b:  “Son faltas graves: (…) b. La autenticación de una firma falsa, no puesta en su presencia, o la autenticación de un documento en blanco. De comprobarse la falsedad de la firma autenticada o que la autenticación se hizo a sabiendas de la falsedad, se podrá agravar la sanción a imponer. (…)”  En ambas normas, se establece que la autenticación en blanco debe hacerse en un documento. Según la Real Academia Española, documento es entre otras cosas: “1.m. Diploma, carta, relación u otro escrito que ilustra acerca de algún hecho, principalmente de los históricos. 2.m. Escrito en que constan datos fidedignos o susceptibles de ser empleados como tales para probar algo”,  Una hoja en blanco no es un documento, sino solamente eso, una hoja. Se advierte que la conducta no es la mejor puesto que las hojas podrían extraviarse y causar un problema legal, empero tal conducta aunque inconveniente, no está tipificada como falta disciplinaria.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar su archivo.  

 

AL SER LAS DIECIOCHO HORAS INGRESA A LA SALA DE SESIONES EL MSc. IVÁN SALAS LEITÓN.

4.6. Expediente: 089-04

Denunciado: Licda. Magally Mattus Gutiérrez

Denunciante: José Rodríguez Coto

El quejoso fundamenta su denuncia en que contrató a la Licda. Mattus a finales de abril del año 2002 para que asumiera la dirección del proceso laboral que interpuso en contra de Almacén Jorge Ávila, S. A. En noviembre de 2003 se señaló una audiencia de conciliación a la que la abogada no se apersonó y le dijo que él fuera al Juzgado a ver el expediente y a sacar copias de la contestación de la demanda.  Cuando llegó al juzgado se enteró que la audiencia se había realizado y que el expediente estaba listo para dictar sentencia y que la nota que supuestamente la abogada envió no se recibió. Que en febrero le dijo que habían ganado el caso y que fuera a Alajuela a cobrar el dinero y le entregó la sentencia, donde decía que se ganó la demanda pero ella no le indicó que debía pagarle a la empresa el preaviso por un monto de ¢139.208.73, sentencia que no fue apelada por la abogada. 

Se demostró que la Licenciada Mattus asumió el patrocinio letrado del señor Rodríguez desde el día 7 de mayo de 2003. No es cierto como lo afirma el quejoso que la conciliación se señaló para noviembre de 2003, sino que tal audiencia se realizó a las ocho horas treinta minutos del 22 de agosto del año 2003. A dicha audiencia se presentó únicamente la parte demandada, no así el actor, aquí quejoso Rodríguez ni su abogada la Licenciada Mattus, quien justificó su inasistencia vía fax antes de la audiencia y envió el escrito original con la correspondiente prueba en la que fundamentaba su imposibilidad de asistir a la diligencia judicial.  Como el asunto era de índole laboral, las partes podían asistir sin patrocinio letrado y como en el proceso se había depositado el monto de vacaciones y aguinaldo por parte del actor, existían grandes posibilidades de conciliar, por lo que para no retardar innecesariamente el proceso, la Licenciada Mattus indicó al denunciante que se apersonara él a conciliar, para lo que le facilitó su vehículo, saliendo los quejosos a las 7 de la mañana el día de la audiencia de Guápiles y llegando a Alajuela, que era donde a las 8:30 se celebraría la diligencia judicial, hasta las 11: 19 de la mañana, casi tres horas luego de la señalada para la realización del acto judicial, el cual  obviamente ya había finalizado. La sentencia en sede laboral fue favorable en parte al denunciante pues se obligó a la empresa a pagarle el rubro correspondiente a vacaciones y aguinaldo, que era más de lo que él en un inicio pretendió. En el documento de estimación de derechos, el cual rola a folio 56 del presente expediente se indica que renunció al preaviso, lo que nunca fue desmentido por él en el proceso laboral y mas bien fue admitido en ese documento, por lo que no podía esperar menos de que se declarara con lugar la pretensión de la contraparte en cuanto al cobro del preaviso que debía otorgar y que no dio el aquí quejoso, motivo por el cual se le condenó a pagar a su ex patrono la suma correspondiente por tal concepto. El señor Rodríguez solicitó la renuncia de la Licenciada Mattus al cargo de directora legal en noviembre de 2003, empero no fue a recogerla, la Licenciada Mattus tampoco la aportó al proceso. La Licenciada Mattus informó al quejoso que se le había notificado la sentencia laboral desde el mismo día en que le llegó la notificación, mediante mensaje que dejó con su suegra, no obstante el señor Rodríguez no se apersonó a la oficina de la Licenciada Mattus hasta varios días después de dicho aviso. La Licenciada Mattus no apeló la sentencia laboral y alega que no lo hizo puesto que mediante ella se le dio mas de lo que el quejoso pidió, puesto que se le concedió un rubro mayor al que había solicitado en un principio, condenándosele eso sí, a cancelar a su expatrono el rubro correspondiente al preaviso. Si la Licenciada Mattus consideró que la sentencia estaba conforme a derecho, no estaba obligada a apelarla. Se llama la atención a la Licenciada Mattus en cuanto a que en los procesos en los que funja como directora legal, si renuncia a su cargo por los motivos que fuere, deberá presentar la respectiva renuncia de conformidad con lo preceptuado en el artículo 46 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, pues de lo contrario, para todos los efectos legales, continua siendo la directora legal y por lo tanto a cargo del patrocinio letrado de la parte que representa. 

La MSc. Grettel Ortiz Alvarez vota en contra de la recomendación de la Fiscalía, pues estima que se le debe imponer una sanción de un mes en el ejercicio de la profesión por las actuaciones realizadas.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar su archivo.

 

 

4.7. Expediente:  101-04

Denunciado: Licda. Ana María Pérez Granados

Denunciante: Gerardo Acuña Durán

Recursos de revocatoria interpuestos por el quejoso y la denunciada en contra del acuerdo número 6.13 de la sesión ordinaria de la Junta Directiva del Colegio de Abogados número 53-2004. El quejoso fundamenta su gestión en que se demostró la comisión de cinco faltas de la Licenciada Pérez, a saber la de la entrega del dinero para la cancelación de la deuda de la parcela, la de la no realización de las labores contratadas ante el IDA,  engaño al hacerle creer que había pagado los dinero y gestionado el permiso del traspaso, haberle persuadido para que le diera la suma de ¢200.000.00 para pagarlos al IDA y la última por el cobro excesivo de los honorarios.  Indica que las cuatro primeras faltas son graves y la última muy grave, por lo que la sanción a imponer no puede ser de menos de tres años de suspensión. La denunciada fundamenta su recurso en que ella advirtió al quejoso que un tercero sería quien se encargaría de hacer las cancelaciones respectivas y recoger los documentos, que ella dejó claro a los denunciantes que no podía vender quien tuviese antecedentes de ventas anteriores de parcelas del IDA; ella no se comprometió a realizar el trámite ante el IDA. El dinero que se le entregó para la cancelación de la parcela, ella se lo dio a quien debía gestionar ante el IDA y el recibo que se le dio lo entregó al quejoso, ella solamente entregó el dinero por hacer un favor. El dinero no se lo encomendó ella al personal a su cargo, sino que lo hizo don Gerardo, quien lo encomendó con su consentimiento, al personal de ella para el pago de la parcela. 

El cuanto al recurso del quejoso: Argumenta que fueron cinco faltas las cometidas  y que el cuantum de la sanción no guarda relación con las faltas cometidas, lo que no es cierto, puesto que si bien se comprobaron las primeras cuatro faltas que él menciona, las cuales no son cuatro independientes, sino que forman parte de una misma situación. En cuanto al cobro excesivo de honorarios, sí se omitió hacer mención en la resolución final. Analizados los autos, no se puede establecer con certeza y claridad que se haya incurrido en esto, pues a la Licenciada Pérez Granados se le contrató para varias cosas, para el trámite administrativo ante el IDA para obtener el permiso para la compra de la finca inscrita en el Registro Público de la propiedad objeto del negocio entre el quejoso y el señor Calderón Fallas, para una escritura, una hipoteca y una cancelación de hipoteca. Si esos ¢509.592.00, se le entregaron por todas esas labores encomendadas, no podría considerarse como excesiva la suma, además que no corresponde a esta instancia conocer si por labores notariales se cobró excesivamente o no, sino que tal asunto es competencia del Juzgado Notarial y al no haberse individualizado en el presente procedimiento el cobro por cada uno de los conceptos, no podría determinarse si por los asuntos de abogacía se cobró excesivamente o no, puesto que es un punto que no aclaró ni comprobó la parte denunciante. De todos modos, al haber denunciado en el presente caso únicamente el señor Gerardo Acuña Durán, solamente se debe hacer mención en cuanto a la suma pagada por él que es de ¢254.796.00, la que con mucha más razón, de conformidad con lo esbozado supra, no es excesiva. 

En cuanto al recurso de la denunciada: se comprobó que ella es la que  se obligó a hacer las cancelaciones respectivas y recoger los documentos. La Licenciada Pérez fue la que recibió el dinero. No es de recibo ni se comprobó el argumento de que don Gerardo fue el que encomendó al personal a cargo de la abogada el pago del dinero, puesto que no aclara ni comprueba en que circunstancias el quejoso se comunicó con su colaborador o colaboradora que llevó el dinero al IDA, no indica su nombre, no aclara si el quejoso tiene o no negocios con esa persona, si son amigos, si esa persona se dedica a eso, por qué intermedió la abogada entre ellos, mas bien acepta que la supuesta persona que llevó el dinero al IDA es personal a su cargo, por lo tanto su responsabilidad. La Licenciada Pérez no comprueba su dicho en cuanto a que el IDA rechazó su gestión por tener antecedentes el vendedor, pues no aporta la resolución respectiva del Instituto de Desarrollo Agrario ni prueba alguna que respalde que por ese motivo no se completó el trabajo. Se demostró que la abogada se comprometió a realizar el trámite administrativo ante el IDA pues las declaraciones del quejoso y el testigo en la comparecencia fueron claras y contestes en ese sentido y los recibos que rolan a folios 20 y 21.

POR TANTO:

Se declara sin lugar ambos recursos de revocatoria y mantener la resolución recurrida. Se da por agotada la vía administrativa. 

 

4.8. Expediente: 758-04.

Denunciado: Licda. Lineth Sanabria Burgos.

Denunciante: Nancy Hernandez Molina 

Se resuelve recurso de apelación entendido como de revocatoria presentado por la denunciante contra el acuerdo 8.21 tomado en la sesión 05-2005.

Considera nuevamente el presente órgano que incurre en un error de apreciación la denunciante, pues no todos los procesos o alegatos son exclusivamente interpretados de la misma forma, por lo anterior la estrategia de defensa que un agremiado decida es la mejor para el caso en concreto, es algo en lo que la presente instancia no puede interferir debido a que no podemos arrojarnos la verdad absoluta de como se debe de contestar una demanda  y como antes se indicó no se puede violentar el principio de libertad del abogado. El recurso de apelación presentado por la denunciada fue presentado en tiempo y con los argumentos que al momento de entrevistarse con la denunciante la Licenciada Sanabria Burgos consideró que eran los mas adecuados, si dicho recurso no tuvo los resultados esperados por la denunciante no se puede sancionar a la agremiada por esto, debido a que esta cumplió con los requerimientos formales exigidos para la presentación de una apelación.

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso y mantener la resolución recurrida. Se da por agotada la vía administrativa

4.9. Expediente: 749-03

Denunciado: Lic. Francisco Hernández Quirós

Denunciante: Rodolfo Araya Villareal

Recurso de revocatoria interpuesto por el denunciante en contra del acuerdo 5.1 de la sesión ordinaria de la Junta Directiva número 54-2004, argumentando que en que a pesar de que había llegado a un acuerdo con el denunciado, la única notificación que recibió fue la del 18 de enero lo que lo posiciona en desventaja.

No presenta prueba el recurrente de que no se le haya notificado al lugar señalado. Además luego del recurso, mediante escrito suscrito conjuntamente con el denunciado ratifica el acuerdo al que llegó con éste. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso, mantener lo resuelto en el acto recurrido  y dar por agotada la vía administrativa. 

 

4.10. Expediente: 077-04

Denunciado: Lic. Mario Rivera Campos

Denunciante: Marisol Rodríguez Gómez

La quejosa fundamenta su denuncia en que el Lic. Rivera Campos fue su director legal en el proceso de pensión alimentaria y las respectivas incidencias derivadas de él, en contra de Ariolfo Rivera Alvarado y que luego el abogado Rivera Campos representó a su demandado Rivera Alvarado en otras incidencias dentro del mismo proceso de pensión.  Asimismo la denunciante denuncia que el abogado Rivera Campos ha representado al señor Rivera Alvarado en otro proceso de familia que tiene por objetivo desprenderla de la guarda, crianza y educación de su hijo. 

Se demostró que el Licenciado Mario Rivera Campos asumió la dirección legal de la quejosa en un proceso de pensión alimentaria en el cual ella figuraba como actora.  La última gestión del abogado como director legal de la quejosa en el asunto de la pensión alimentaria fue en el escrito presentado al Juzgado contravencional y de menor cuantía de Poás el día 4 de septiembre de 1998. El abogado Rivera volvió a actuar en el proceso de pensión, esta vez como representante del señor Ariolfo Rivera Alvarado, en calidad de incidentista, en contra de quien otrora fue su cliente, en escrito presentado ante el mismo juzgado contravencional y de menor cuantía de Poás el 5 de junio del año 2003;  representa tanto a la señora Rodríguez Gómez como al señor Ariolfo Rivera Alvarado, quienes son partes contrarias en el proceso de pensión en el escrito de conciliación presentado al juzgado indicado el 14 de julio de 2003 y vuelve a dirigir legalmente al señor Rivera Alvarado en el incidente de rebajo aumento de cuota interpuesto en su contra por la aquí quejosa, en fecha 15 de enero de 2004. 

Es claro que aunque sean incidentes diferentes dentro de un mismo proceso de pensión y que cada incidente persiga un fin distinto, estas gestiones están íntimamente relacionadas, pues todas versan sobre la obligación alimentaria que cobija a las partes de una relación sentimental y familiar, sobre el derecho de unos de ser asistidos y la obligación de otros de asistir, así que indudablemente todos los incidentes dentro de un mismo proceso de pensión alimentaria tienen relación de fondo entre sí, pues versan sobre la misma materia y sobre un mismo asunto y no podría afirmarse que son asuntos completamente independientes. El hecho de que un abogado haya sido sustituido en su cargo, o se sienta relevado como director legal, en nada le autoriza a actuar en contra de su cliente en el mismo proceso o en procesos distintos que tengan relación. No quedó demostrado que el Licenciado Rivera haya utilizado en contra de la quejosa información por ella brindada para la tramitación del proceso de modificación de guarda y crianza de su hijo. 

POR TANTO:
Se acuerda declarar con lugar la denuncia e imponer al Licenciado Campos Rivera la sanción disciplinaria de dos meses de suspensión en el ejercicio de la abogacía. 

4.11. Expediente:   418-01   

Denunciado:  Licda. María A. Alfaro Chacón y Lic. Erasmo Rojas Madrigal  

Denunciante: Lic. Federico Webb Choiseul

El Licenciado Webb en representación de una empresa familiar presentó denuncia tanto en esta vía como en la penal, manifestando que el Licenciado Rojas Madrigal en su  condición  de apoderado de otra empresa presentó una demanda ejecutiva millonaria contra aquella, mediante un poder falso, argumentando que el representante de ésta se encontraba fuera del país en la  fecha del otorgamiento del poder, el que fue autenticado por la Licenciada Alfaro Chacón.

En su oportunidad fueron suspendidos estos procedimientos en espera de la resolución del asunto penal, lo cual ya ocurrió, absolviéndose de toda pena y responsabilidad a los acusados al no encontrárseles culpables de los delitos acusados.   Con base en la absolutoria respecto del delito de falsificación que se les atribuyó, ha de concluirse que debe eximirse de responsabilidad disciplinaria a los denunciados y respecto de la firma no puesta en presencia de la abogada, de ello no se hizo prueba alguna en este procedimiento.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la queja y ordenar su archivo.

4.12. Expediente:   396-04

Denunciado:  Lic.  Moiséis Vinzenci Zúñiga

Denunciante: Minor de Jesús Calvo Aguilar

El señor Calvo Aguilar, en resumen, manifiesta: que el Licenciado Vincenzi fue su defensor en  la causa  por el delito de homicidio de Parmenio Medina Pérez y que  durante la relación profesional surgieron serias divergencias debido a las manifestaciones irrespetuosas y de menosprecio de su condición personal como sacerdote y como ser humano que su abogado le hacía, llegando a tratarlo con los epítetos de “Loca”, “Cabrón” y “Maricón”. Que el denunciado impuso a terceras personas del contenido de documentos que se encuentran en el proceso penal, todo  con el fin de ridiculizarlo y humillarlo, lo cual llevó a una ruptura de la relación abogado-cliente. Que el 15 de junio del 2004 el Licenciado Vincenzi renuncia a su defensa y ese mismo día protagonizó un incidente en la Cárcel de San Sebastián al gritarle y vociferarle todo tipo de improperios frente a muchos abogados y privados de libertad, y que luego, por medio de la prensa escrita y televisiva al referirse a su persona en forma despectiva, hizo manifestaciones igualmente ofensivas al decir que al señor Calvo  le faltaban “pantalones” , haciendo mofa y burla por sus creencias religiosas. Que al renunciar, el denunciado suprimió documentos del expediente personal de la defensa e hizo públicas algunas informaciones que debía mantener bajo el sigilo del secreto profesional. 

El denunciado  rechazó los  cargos.  

Se demostró la relación de abogado defensor, cargo al cual renunció en escrito presentado al órgano judicial correspondiente, el 15 de junio del 2004, lo que también comunicó a la prensa, mediante entrevista concedida a una  periodista del Diario Extra, la cual se publicó en  la edición del día siguiente, dando algunos detalles de las razones que lo llevaron a tomar la decisión de renunciar a la defensa; razones tales como que no había recibido pago de honorarios, que el señor Calvo era influenciado por algunos abogados defensores de otros imputados, no enfrentándolo cuando le hizo reclamaciones al respecto.    

Con su denuncia el padre Mainor aportó unos recortes periodísticos que se han hecho respecto del “caso Parmenio”, pero a excepción de la entrevista concedida con ocasión de la renuncia, las demás son publicaciones sin la ingerencia del denunciado. En resumen no se acreditaron los cargos atribuidos. De la entrevista no se infieren ofensas graves que merezcan la imposición de sanción disciplinaria, empero se acuerda al denunciado moderar sus actuaciones empleando un vocabulario propio de su condición de abogado 

POR TANTO:

Se declara sin lugar la queja y ordenar el archivo del expediente.  

4.13. Expediente:   397-04

Denunciado:  Licda. Karol Zúñiga Castro  

Denunciante: Stephanie Anne Ávila

Refiere la señora Anne Ávila que en el año 2001 contrató a la Licenciada Zúñiga  para que gestionara  su cédula de residencia, pagándole la suma de $500, habiéndole aclarado que había contraído nupcias en Estados Unidos con el señor Jorge Ávila de quien se divorció en aquella nación en el año 1994,  que quería optar por la residencia debido a dos hijos que tenía y no por el matrimonio pues ya estaba divorciada. Que la Licenciada le solicitó la firma de un documento en blanco para presentar su gestión y el 3 de julio del 2004. Que al apersonarse a la Dirección de Migración para revisar su expediente, se  encontró que la Licenciada  había solicitado la residencia con el argumento de que estaba unida en matrimonio con el señor Ávila y en tal condición se la otorgaron, cosa que le molesta por haber sido clara con la diligenciada de que estaba divorciada de ese señor.

La Licenciada Zúñiga Castro rechazó los cargos. Indicó que fue el  señor Jorge Ávila quien la contrató para gestionar la residencia de su esposa, con quien en ese momento convivía y acababa de tener un hijo, pues planeaban quedarse a vivir en Costa Rica. Que la señora no hablaba español por lo que todo se hizo a través del señor Ávila a quien explicó lo que indicaba la ley en cuanto a requisitos y documentos necesarios para realizar la gestión y una vez redactado el documento y leído por él a su esposa, ésta lo firmó. Los documentos que se le entregaron venían en inglés con la traducción requerida y a los mismos no habría tenido acceso si no hubieran sido dados por ellos, de manera que no es cierto que haya recurrido a alguna falsedad, tan es así que la denunciante aún sigue utilizando el apellido Ávila.  Luego el señor regresó a los Estados Unidos y la señora se quedó a vivir con sus dos hijos y tiempo después inició una relación con otro señor, siendo esta quizá la razón por la que ahora ha cambiado de parecer pues sus intereses ya distan mucho de aquellos por los cuales la contrataron. Que no parece lógico que después de cuatro años la señora venga a presentar esta denuncia, cuando cumplió con el trabajo tal como le fue solicitado.

Las partes no asistieron a la comparecencia encontrándonos con dos versiones opuestas y lo que consta en autos, no permiten establecer la verdad real de los hechos, situación indubitable que se inclina en favor de la denunciada.

POR TANTO
Se acuerda declarar sin lugar la queja y ordenar el archivo del expediente.

AL SER LAS DIECINUEVE HORAS INGRESA A LA SALA DE SESIONES EL LIC. MIGUEL ROMÁN DÍAZ.

4.14. Expediente:   653-04

Denunciado:  Lic. Juan Gamboa Gutiérrez  

Denunciante: María Artavia Corrales

Refirió la quejosa que el 20 de abril de 1995 contrató al Licenciado para la tramitación del proceso sucesorio de su esposo, cobrándole una suma inicial de cien mil colones y además le presentó un contrato de “cuota litis” mediante el cual, el abogado estableció para sí, un porcentaje del 25% del valor de los bienes. Que por la mala asesoría recibida y la pérdida de confianza debió contratar a otro profesional para que le continuara el asunto, ante lo cual el abogado presentó un incidente cobrando el total del indicado porcentaje sin terminarse el asunto.

Notificado el denunciado, dentro del emplazamiento opuso la excepción de prescripción, para resolver la cual, se tiene por demostrado que la relación abogado-cliente concluyó el 20 de febrero de 1997 y el incidente de cobro de honorarios quedó resuelto el 27 de julio de 1999, lo que no ofrece duda que cuando se presenta esta queja (noviembre del 2004), el plazo de prescripción se había operado en demasía.

POR TANTO:

Se declara con lugar la excepción de prescripción y ordenar el archivo del expediente. 

4.15. Expediente:   658-04

Denunciado:  Lic. Carlos Alberto Acuña Barquero

Denunciante: María de los A. Chavarría Solís

Denunció la señora Chavarría Solís, que desde tres meses atrás al establecimiento de su queja ha estado recibido llamadas telefónicas en su casa de habitación y en la de su madre de parte del Licenciado Acuña Barquero quien es el abogado de su esposo, solicitándole que firme el divorcio a cambio de no demandarla por impugnación de paternidad. Que el día jueves cuatro de noviembre del dos mil cuatro, dicho profesional acompañado de un funcionario de la Fuerza Pública se hizo presente a su casa de habitación, compeliéndola a firmar y cuando ella les manifestó que llamaría a su abogado, ambos se retiraron.

El denunciado rechazó los cargos de haber llamado a la denunciante y de haberse presentado a su casa de habitación, aunque si acepta dirigir un caso de impugnación de paternidad contra ella. Que el día cuatro de noviembre que indica la quejosa permaneció en San Carlos donde tiene su domicilio y oficina. Agrega que por averiguaciones hechas comprobó que aparte del asunto que él dirige contra la quejosa existe otra demanda de divorcio en la que él no participa, la que ciertamente se le notificó a ella el citado día, sin que tenga nada que ver en ese asunto.

En reconocimiento efectuado del Licenciado Acuña colocado en fila con otros colegas, la denunciante en forma categórica dijo no ser él la persona denunciada; sea que fuera él quien el 4 de noviembre del 2004 se apersonó a su casa de habitación y quien hiciera las llamadas, descartándose así que sea el autor de las faltas denunciadas.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la queja y ordenar su archivo.

4.16. Expediente:   663-04

Denunciado:  Lic. Alejandro Villegas Ramírez 

Denunciante: Hubert Gysemans

Recurso de revocatoria interpuesto por el denunciante en contra del acuerdo 8.3 de la sesión ordinaria 06-2005 del 3 de febrero del año en curso,  mediante el cual se declaró inadmisible la queja por no haber cumplido con una prevención formulada tendiente a aclarar los hechos a fin de determinar si procedía la apertura del procedimiento.

Con el recurso el denunciante cumple con lo que interesa.

POR TANTO:

Se revoca el acuerdo impugnado y disponer la apertura del procedimiento.

4.17. Expediente:   749-04

Denunciado:  Lic.  Frank Paniagua Mendoza

Denunciante: Adolfo Zúñiga Zúñiga

En su denuncia presentada el 14 de octubre del 2004 refiere el señor Zúñiga  que el Licenciado Paniagua Mendoza era su abogado en un juicio ejecutivo hipotecario en el que figura como demandado. Que el remate se verificó en 1991, de lo que se enteró el mismo día en que se llevaría a cabo por una llamada que le hizo la secretaria del abogado. Que al recibir este aviso  envió a una pariente suya y cuando ésta se hizo presente el remate ya se había verificado. Solicita que se sancione al Licenciado Paniagua Mendoza por no haberle avisado personalmente con tiempo que se iba a celebrar el remate de la finca.

El Licenciado Paniagua rechazó los cargos de haber cometido falta alguna y opuso la excepción de prescripción.  Indudablemente que esta es de recibo.

POR TANTO:

Se acoge la excepción de prescripción y ordenar el archivo del expediente.

4.18. Expediente:   088-05

Denunciado:  Lic.  Gerardo Madrigal Campos

Denunciante: De oficio.

El Juzgado Penal de Golfito comunicó que el Licenciado Madrigal Campos no asistió a una audiencia preliminar por lo que se ordenó la separación de la defensa. Posteriormente se recibió otro comunicado de dicha autoridad indicando haber revocado la resolución que ordenó la separación, dejando sin efecto la comunicación original.

POR TANTO
Se rechaza de plano la queja y ordenar el archivo del expediente.

4.19. Expediente:   094-05 

Denunciado:  Lic. Humberto Méndez Barrantes 

Denunciante: De oficio.

El Tribunal Penal de Heredia el 14 de febrero del año en curso comunicó que se decretó el abandono de la defensa de parte del Lic. Méndez por no haber asistido a un debate programado para el primero de ese mes. El catorce de marzo se recibe otro oficio mediante el cual el Tribunal solicita dejar sin efecto la anterior comunicación en virtud de que la resolución que decretó el abandono de la defensa se revocó ante recurso presentado por el denunciado.

POR TANTO:

Se acuerda rechazar de plano la queja y ordenar el ARCHIVO del expediente.

4.20. Expediente:   113-05

Denunciado:  Lic. Raúl Álvarez Muñoz  

Denunciante: Nery Vargas Calderón

Refiere la señora Vargas que el 13 de febrero del 2004 se presentó a su casa el Licenciado Álvarez, quien es su cuñado, agrediéndola al tomarla del cuelo y lanzarla al suelo, hecho por el cual presentó la denuncia ante el Juzgado Contravencional de San José, denuncia de la cual adjunta copia.

Los hechos no son del campo disciplinario. Deben ser ventilados en la sede judicial correspondiente donde ya se recurrió.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la queja y ordenar su archivo.

4.21. Expediente 223-04

Denunciado: Lic. Rafael Ángel López Gutiérrez

Denunciante: De Oficio (Sala Tercera/Tribunal de Juicio de Guanacaste)

El secretario de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, señor Javier Arguedas Ruano, informa que al Licenciado Rafael Ángel López Gutiérrez, colegiado 2817, mediante sentencia firme, número 58-2002 de las dieciséis horas del dos de mayo del año dos mil dos, y confirmada por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia el 12 de marzo del 2004, según causa penal número 97-200207-0384-PE (207-97), por el delito de Falsedad Ideológica y otro, contra Rafael Ángel López Gutiérrez en perjuicio de la Fe Pública y otro, le fue impuesta la pena de tres años de prisión otorgándosele el beneficio de ejecución condicional de la pena por un período de prueba de tres años. 

Se debió notificarle por edictos el traslado, no contestó y no se apersonó a la comparecencia.

Demostrado quedó que el denunciado, fue condenado a tres años de prisión por hechos los cuales son reprochables en el ejercicio liberal de la profesión, -aunque se le hubiera concedido el beneficio de ejecución de la pena por ese mismo periodo- ello no obsta como para que los mismos por la forma en como fueron cometidos por parte del denunciado se valió de su conocimiento como abogado para llevar a cabo su cometido, sea que una vez inscrita la propiedad –por medio del proceso de información posesoria de su tío abuelo, Demetrio López Rodríguez- éste procedió a levantar un plano abarcando una superficie de 5.000 metros cuadrados contra lo acordado de 500 metros; además, que lo hizo firmar un poder generalísimo sin límites de suma y procedió a hipotecar la propiedad de don Demetrio, solicitando un crédito en la Financiera ELCA, S.A por un monto de ¢ 3.000.000. Hechos los cuales se consideran gravosos y contrarios a la ética y moral profesional, y riñe con lo dispuesto por los artículos 10 incisos 1 y 6, 11 en relación con los artículos 9 y 10 del Código de Moral.

Ampliamente discutido el presente asunto, se somete a votación y se obtienen siete votos a favor de la recomendación de la Fiscalía, y un voto en contra del Lic. Ramiro Salvador Arauz Montero. 

El Lic. Ramiro Salvador Arauz Montero agrega que consta en el expediente que el señor recuperó su patrimonio, por lo que considera que un mes de suspensión sería establecer una sanción doble, porque tienen casos de colegas que han sido condenados durante muchos años, han salido y han demostrado que ese es su modus vivendi y se les ha habilitado por resolución de la Sala Constitucional. Considera que ya tiene suficiente sanción en la vía jurisdiccional como para inclusive inhabilitarlo en el ejercicio de la profesión que le provee su sustento, por lo que su voto sería negativo a ese año de suspensión y más bien estarse a lo resuelto en la vía jurisdiccional.

POR TANTO:

Se declara con lugar la denuncia e imponerle una sanción disciplinaria de un año de suspensión.

 

4.22. Expediente 219-04

Denunciada: Licda. Elizabeth Saxe Ivancovich

Denunciante: Lic. Miguel Montero Arguedas

El Licenciado Montero Arguedas denuncia a la Licenciada Saxe Ivancovich, en cuanto interesa refiere: Que en el expediente 03-00703-0364-FA, que es divorcio por causal con Incidente de Pensión Alimentaria, en el que fungía como apoderado especial judicial de la actora, señora Rita Soto Araya en el principal y en el Incidente de Pensión. Sorpresivamente la actora decidió cancelar su poder y suspender los procesos. Al efecto compareció donde la Licenciada quien realizó dos escritos y autenticó las firmas de las partes, señalando el fax 224-06-00, como lugar para atender notificaciones para ambos. Que dichas actuaciones se realizaron a espaldas suyas, ni una ni otra le llamaron o se comunicaron con él de forma alguna. Que la Licenciada Saxe estaba obligada a comunicarse con él o al menos pedir a sus clientes que le llevaran un escrito donde éste profesional se separaba del proceso. Que se enteró de los escritos en el momento de revisar los expedientes. Que dicha actuación por la Licenciada Saxe riñe abiertamente con todos los principios de ética y respeto profesional que deben regular nuestras relaciones profesionales. Atropelladamente se mete en un proceso que era dirigido cabalmente por otro abogado. Para la violación aludida no cuenta que sea un escrito donde pide el archivo del proceso; esto es más reprochable aún. 

Conferida la audiencia de rigor, la Licenciada Saxe Ivancovich, rechaza e impugna la acusación que se le hace por ser la misma inexacta y porque no se circunscribe  ala realidad de los hechos, ya que la labor que realizó fue un acuerdo conciliatorio de un matrimonio. Que no suplantó al profesional en los juicios que él menciona, su participación fue amparar un acuerdo conciliatorio matrimonial; acuerdo al que se acogieron los esposos, dentro del cual era que no fuera hecho por ninguno de los abogados de cada uno, sino por uno neutral, máxime que el lic. Montero no estaba de acuerdo con la reunión de los cónyuges. 

Considera este órgano disciplinario que el hecho de que la denunciada autenticara esos dos escritos de los que basa su denuncia el quejoso, fueron presentados al despacho judicial, no con la intención de intervenir directamente en la dirección legal de los procesos, o de hacerse de un cliente cuando ya este contaba con su patrocinio letrado, sino más bien se considera que la intervención de la denunciada obedeció a un estado de necesidad en que se encontraban las partes intervinientes en el mismo. Que en razón de la justificación dada por la aquejada en su escrito de contestación y prueba que se aporta, avala este cuerpo colegiado dichas actuaciones, en tratándose de una situación en donde imperaba la justicia, equidad y el respaldo que se le debe dar al núcleo familiar. Aunado a ello cabe destacar, que la intervención lo fue de forma ocasional en procura de solucionar un conflicto familiar, el que a la postre dio como resultado que la situación se resolviera a favor de la unión de pareja.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

4.23. Expediente 248-04

Denunciado: Lic. Francisco Chinchilla Navarro

Denunciante: Anabelle Badilla Picado

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 93 y 94 de la Ley General de la Administración Pública, por razones de oportunidad y economía procesal, al haber identidad en la clase de las funciones preconstituidas por ley en razón de la materia y la naturaleza, éste órgano se avoca el conocimiento del presente asunto. 

Conoce éste órgano del presente asunto en virtud de la contestación y relación de hechos que hace el denunciado, Licenciado Chinchilla Navarro, así como de la inspección ocular practicada. 

La denunciante expone que el Licenciado está facilitando su nombre para que personas no autorizadas ejerzan la profesión de abogado, toda vez que el señor Henry Mora Álvarez, tiene abierto un bufete de abogados y realiza consultas, matrimonios civiles, certifica documentos, presenta escritos ante los despacho judiciales.

Conferida la audiencia de rigor, el denunciado contesta aduciendo que él vive y trabaja en la Zona Sur, que hace más de 16 años, que ocasionalmente viene a San José y que desde ese tiempo no ve, no hable y mucho menos trabaja con este señor, razón por la que rechaza la denuncia y hechos expuestos por la quejosa.

Practicada la inspección ocular dispuesta en el procedimiento se determino que el denunciado no tiene oficina en el lugar y mucho menos que este señor esté ejerciendo la profesión de abogado tal y como se denuncia. Esta representación encuentra que los hechos base de la denuncia, no tienen sustentos probatorios como endilgarle al denunciado una conducta contraria a la ética y moral profesional, razón por la que los alegatos del Licenciado son de recibo y por lo tanto deben ser acogidos.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

4.24. Expediente 215-04

Denunciado: Lic. José Luis Ramos Castellón

Denunciante: Rebeca Chávez Hernández 

Denuncia la quejosa, que contrató al Licenciado Ramos Castellón, para que le inscribiera ante la Municipalidad de Orotina, la cesión del derecho del piso de la Soda denominada “El Parquecito” que le hiciera el señor Jesús Ávila Loría ante su notaría mediante escritura pública número ochenta y ocho, labor esta que el Licenciado no cumplió. Además, que el 25/05/03 se enteró a través de un memorando que le hiciera llegar la Municipalidad de Orotina que dicho derecho no se encontraba a su nombre, sino a nombre de la señora Xinia Madríz Murillo, esposa del denunciado. Que el 13/04/04 el Licenciado en compañía de su esposa, se apersonaron al lugar a desalojarlos sin ninguna orden emitida por un Juez que así lo autorizara, alegando que no se ocupaba toda vez que ellos eran dueños del local, amenazándola con sacar todos los bienes del lugar. Que nunca le dio una explicación del porque no le había inscrito en aquella oportunidad (27/01/99) su derecho ante ese ente Municipal y del porque ahora aparece a nombre de su esposa como propietaria del mismo, sabiendo que no le pertenece debido a que la cesión fue realizada anteriormente a la que se realizó a su esposa (01/07/00). Considera que el Licenciado tomó ventaja de un cliente para obtener un beneficio propio, ya que beneficio a su esposa.

Se tuvo por demostrado que a la denunciante le fue cedido ese derecho mediante la escritura 88, pero que un día después ésta la cedió al señor Álvaro Castillo Umaña ante la misma notaría del denunciado, mediante escritura 89. En escritura 90, el señor Castillo le otorga un préstamo a la denunciante por ¢ 1.500.000, en virtud del incumplimiento de pago, el señor Castillo le cede ese derecho a la señora Xinia Madriz Murillo, esposa del denunciado, acto que es realizado ante otro notario e inscrito por ésta a su nombre ante el ente Municipal. Hechos los cuales que hacen variar el cuadro fáctico de cómo la denunciante planteó las cosas ante esta instancia. Razón por la que se estima que no se encuentran elementos suficientes como para reprocharle al Licenciado una conducta contraria a lo dispuesto por el Código de Moral Profesional. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

4.25. Expediente 216-04

Denunciada: Licda. Kattia Cubero Montoya

Denunciante: Walter Madrigal Salas

El quejoso Madrigal Salas, denuncia que contrató a la denunciada Cubero Montoya para que interpusiera Interdicto de Amparo de Posesión ante el Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Alajuela, mismo que fue contrario a sus intereses. La denunciada presentó apelación y solicitó una nueva vista, la que se señaló para el 01/10/03 a las 9:00 am, la que le fue notificada personalmente a ésta, pero que no le informó, razón por la que tanto ella como él no asistieron a dicha diligencia, alegando la abogada días después ante el despacho judicial, que su ausencia se debió a motivos de salud, gestión que no le fue atendida y más bien el Tribunal confirmó lo resuelto en primera instancia, condenándosele a pagar las costas del proceso. Aduce el quejoso que convino con la denunciada, en que sus honorarios profesionales serían de ¢ 125.000 garantizándole el éxito en el proceso, y no como ahora lo pretende hacer la Licenciada ante el mismo despacho judicial mediante la interposición del incidente de cobro de honorarios por una suma exorbitante lo cual en ningún momento pactaron.

En el presente caso, los hechos esbozados en la denuncia inicial adolecen de prueba idónea para demostrar la comisión de conducta o actuación alguna constitutiva de falta disciplinaria. Lo que ha quedado demostrado es que en todas las recurrencias planteadas ante las instancias correspondientes, todas fueron rechazadas, razón por la que el proceso fue adverso a los intereses del quejoso. Además, que si bien es cierto que no se apersonaron al reconocimiento señalado para el 01/10/03, ello fue porque la denunciada no pudo contactar al denunciante y así poder coordinar el traslado de los funcionarios del despacho, aun y cuando ésta le dejara los recados con su esposa en la casa de habitación, el cual lo hizo a través de un empleado suyo.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

4.26. Expediente 334-04

Denunciado: Licda. Amalia Bone Moya

Denunciante: De Oficio (Tribunal de Juicio del Primer Circuito de Alajuela)

El Licenciado Carlos Núñez Thompson, Juez Tramitador del I Circuito Judicial de Alajuela,  comunicó que la Licenciada Bone Moya no compareció a la celebración del debate en la causa penal número 03-000656-285—PE (656-03 cód. 102), señalado para el treinta y uno de mayo del año dos mil cuatro, iniciando la primera audiencia a las ocho horas y la segunda a las trece horas; en la que figuraba como defensora particular de las imputadas Blanca Rosa Rodríguez Pérez, Shirley y Ana Yensy ambas Vargas Rodríguez, decretándose el abandono de la defensa que ejercía.

La Licenciada Bone Moya adujo que por razones de salud le fue imposible presentarse a dicha audiencia. Que le solicitó a la señora Blanca Rosa Rodríguez Pérez, a pesar de estar mal de salud, que presentara el escrito de justificación de ausencia y el dictamen médico que indicaba la razón de su enfermedad, razón por la que su esposo entregó los papeles a ésta. Que el día que estaba convaleciente en su casa, se apersonó una muchacha y le suplicó que la atendiera; una vez que conversaron ésta le pidió un comprobante para justificar su ausencia en el trabajo. Cuando le fue notificada la separación del cargo, revisó el expediente y se enteró que la constancia que ese día le había extendido a la muchacha, les había servido a las querellantes para que de forma maliciosa la presentaran al despacho y lograran separarla del cargo. 

Con la justificación -dictamen médico y testimonial- aportada por la denunciada el día de la comparecencia, se demuestra efectivamente que ésta estaba imposibilitada para asistir el día del debate y que lo que se dio fue un acto malintencionado de la parte querellante en el proceso penal para lograr que se le separara de la defensa que venía ejerciendo, al presentar como prueba dicha constancia para hacerle ver al Tribunal que se encontraba laborando el día del debate. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

4.27. Expediente 320-04

Denunciado: Lic. Carlos Azofeifa Arias

Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal de Corredores)

Mediante oficio remitido por la Licenciada Flor María Jiménez Vindas, Juez Penal de Corredores, informa que en la sumaria N° 04-000012-636-PE (383-04-2B), en el que ejercía la defensa técnica el Licenciado Azofeifa Arias, en virtud de su insistencia a la audiencia preliminar señalada para las nueve horas del trece de mayo del año dos mil cuatro, se le separó de la defensa.

El Licenciado Azofeifa Arias, contestó la presente denuncia en la que manifestó que no es cierto que no se haya apersonado al Despacho a la hora señalada para la diligencia; por el contrario, lo que sucedió fue que el Tribunal no se constituyó a esa hora y fecha en el lugar señalado, sea en la Fiscalía Auxiliar de Coto Brus. 

Con la prueba testimonial evacuada en la comparecencia oral y privada, y la documental hecha llegar a los autos, queda demostrado que si bien es cierto el denunciado no asistió a la celebración de la misma, ello obedeció a que al momento en que debía celebrarse fueron los miembros del Tribunal quienes no estuvieron presentes para constituirse y dar inicio a la misma, y que por el contrario cuando se apersonaron se avocaron a conocer la diligencia señalada antes de ésta, sea la de las 8:30 horas. Que el acuerdo tomado por la Asociación de Abogados de la Zona Sur, a darle un voto de apoyo al denunciado, en el entendido de que es una practica reiterativa del Tribunal de apersonarse tarde. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

4.28. Expediente 321-04

Denunciado: Lic. Francisco Izaguirre García

Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal de Siquirres)

Mediante oficio número 126-04, el Juzgado Penal de Siquirres, hizo del conocimiento de este órgano disciplinario que el denunciado no compareció a la audiencia preliminar señalada para el día 25 de mayo del 2004, en la causa seguida en contra del señor Michelle Falaschi, por el delito Lesiones Culposas en perjuicio de Marlene Calderón Paniagua y otros, en la cual el denunciado figuraba como su defensor.

Conferida la audiencia de rigor, el denunciado expone que la ausencia del imputado dentro del proceso, se dio desde hace siete meses antes de la Audiencia Preliminar, según constancia que data desde el 14 de mayo de 2004, por lo que era procedente el dictado de la rebeldía previo a la audiencia, pero es hasta el 25 de mayo del 2004, o sea, casi a la misma hora y día de la audiencia que se percatan de la situación y empieza a correr pidiendo la situación migratoria del imputado, cuando tuvo diez días para dictar la rebeldía previa la audiencia. El día anterior a la audiencia, hizo varias llamadas al juzgado para resolver el asunto, siendo que se le indicó que como había una constancia de que estaba fuera del país el imputado y no iba a regresar porque está trabajando en África y vive en Italia, que no se celebraría la audiencia y que se dictaría la rebeldía. El juez dictó la rebeldía pero no el abandono de la defensa, puesto que lo apelaría ante la injusticia de que se hace. Que se le niega el derecho de defenderse por parte del Juzgado; puesto porque no se le notifico nada sobre el abandono de la defensa, lo cual no existe en el expediente.

Arriba a la conclusión este órgano disciplinario, con la prueba aportada a los autos, que lleva razón el denunciado en su alegato y justificación dada. Que como no se le declaró el abandono de la defensa y que la resolución de rebeldía no le fue notificada, razón por la que no pudo ejercer el derecho de defensa, se estima que los hechos denunciados no conducen a establecer una responsabilidad de su parte por la no asistencia a dicha audiencia.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

4.29. Expediente 304-04

Denunciado: Lic. Jorge Manuel Molina Ruíz

Denunciante: De Oficio (Juzgado Contravencional de Cañas)

Mediante oficio remitido por el Licenciado Carlos Contreras Reyes, Juez del Juzgado Contravencional de Cañas, informa que el lic. Molina Ruíz fue separado de la defensa técnica que venía ejerciendo en calidad de defensor particular, en virtud de su insistencia a la audiencia preliminar señalada para las ocho horas del veintiuno de mayo del año dos mil cuatro, la cual mediante resolución de las siete horas treinta minutos del veinticuatro de mayo del dos mil cuatro, se decretó el abandono de la defensa.

El Licenciado Molina Ruíz, contestó la presente denuncia en lo que interesa manifestó; que el día de la audiencia preliminar por desperfectos mecánicos del vehículo de uno se los imputados –Reymer Elizondo- razón por la cual se apersonaron al Juzgado de cita hasta las nueve de la mañana, una hora después de la audiencia, donde se le indicó que la audiencia había sido suspendida debido a la inasistencia.

Se tuvo por demostrado que el denunciado no asistió a la audiencia de cita a la hora señalada, por cuanto el vehículo en el que viajaba sufrió un desperfecto mecánico que hizo que se retrasaran en el viaje. Que tanto la prueba documental como testimonial conducen a tener por justificado que la no presentación a la diligencia a la hora señalada se debió a dicho motivo, el que encuentra este cuerpo colegiado, como justificación lógica para ello, el que no es reprochable por la eventualidad del mismo.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo de la denuncia.

 

AL SER LAS VEINTE HORAS CUARENTA Y CINCO MINUTOS SE RETIRA DE LA SALA DE SESIONES LA MSc. GRETTEL ORTIZ ALVAREZ.

4.30. Expediente 368-04

Denunciado: Lic. Giancarlo Vicarioli Guier

Denunciante: Carlos Luis Quirós Rojas (Representante de ICISA de San José, S.A)

Denuncia el quejoso en su condición dicha; que contrató al Lic. Vicarioli Guier para la tramitación de un embargo preventivo y posteriormente entablar proceso ordinario en contra de la sociedad Grupo Café Brito, S.A, otorgándole poder especial judicial para que lo representara. Que el 13/03/02 presentó el embargo preventivo. Para llevar  a cabo dicho embargo, le hizo entrega la suma de ¢1.500.000 para responder al 25% del depósito de garantía, suma que el Licenciado depositó el 13/03/02. Sin saber porqué, el 18/04/02, estando embargados los bienes de la demandada, el Licenciado procedió a presentar ante el Juzgado una nota en la cual en su condición de apoderado especial judicial de su representada, solicitaba levantar los embargos decretados en los bienes muebles e inmuebles, así como en las cuentas corrientes, razón por la que el Juzgado procede a ejecutar. Para el 26/04/02 el Licenciado presenta nuevamente un escrito en donde indica que la parte demandada había incumplido con arreglo pactado, por lo que pide que se mantengan los embargos decretados, pero el juzgado le deniega tal solicitud. Que en razón de lo anterior, la abogada de la parte demandada presenta el 20/05/02, un escrito en la que indica, que por no haber presentado la parte actora la demanda ordinaria, solicitaba que sea condenada al pago de daños y perjuicios ocasionados, la que el juzgado ordena girar a favor de la parte demandada por el monto del ¢1,500.000. Considera el quejoso que el Licenciado no fue diligente, ya que con su actuar hizo incurrir a su representada en cuantiosas pérdidas, tal como el ¢ 1,500.000 y los ¢ 6,000.000 que constaban en las facturas.

El Licenciado Vicarioli Guier contesta y acepta parcialmente los hechos que se le atribuyen, pero que los datan de mas del año que refiere el artículo 71 del Código de Moral Profesional, razón por la que interpone la excepción de prescripción.

Dada la audiencia a la parte denunciante sobre la excepción, ésta no aporta elementos que hagan variar el cuadro fáctico de la forma en como alega el Licenciado se dieron. Que en razón de lo anterior, hecho el cómputo para aplicar dicho Instituto invocado por el denunciado, se estima que la presente denuncia se encuentra prescrita al amparo del artículo citado.

POR TANTO:

Se declara con lugar la excepción de prescripción interpuesta por el denunciado y ordenar el archivo del expediente.

 

4.31. Expediente 286-04

Denunciado: Guillermo Marín Aguilar

Denunciante: De Oficio (Tribunal Penal de Juicio, Heredia)

Mediante oficio del 11 de mayo del 2004, el Tribunal Penal de Juicio, Heredia, hizo del conocimiento de este órgano disciplinario el decreto de abandono de la defensa del Licenciado Marín Aguilar, ya que a pesar de haber sido debidamente notificado del debate el quince de abril de ese mismo año y de haber sido denegada su renuncia, basados en el artículo 104 del Código Procesal Penal, el denunciado no se presentó el día del Juicio.

Conferida la audiencia de rigor, el denunciado expone que el Tribunal señaló para el juicio oral y público 5 de mayo del 2004, lo que tanto a su defendido como a él, les fue notificado por el fax 255-00-61, indicado por el señor Mena Chaves el mismo día.  Por razones suscitadas con el señor Mena Chaves, de común acuerdo, convino en separarse de la defensa. Fue así como se suscribió el escrito de renuncia del 23 de abril del 2004, en el que el señor Mena Chaves señalaba para atender notificaciones el fax 221-00-07 del Licenciado Jorge Amador Sánchez, y el que fue recibido por la recepción de documentos de Heredia y pasado al Tribunal hasta el 26 de abril de ese mismo año. Que a pesar de que la resolución ordenó notificar, no le fue notificado ni consta en autos tal circunstancia, pero sí aparece la constancia de su inasistencia al debate del 5 de mayo del 2004, acto seguido consta el auto motivado en que se declara el abandono de la defensa. Que la inasistencia al debate, se debió a causas ajenas a su voluntad y no imputables, habida cuenta que su renuncia fue presentada con antelación (23/04/04), y no le fue notificado el auto que rechaza su renuncia, por lo que desconocía del rechazo de esa renuncia, y por ende se ha hallado en estado de indefensión. 

Excepciones: Falta de Derecho: Al existir norma expresa en nuestro ordenamiento jurídico, la autoridad judicial tiene todo el derecho de poner en conocimiento el hecho atribuido al denunciado, razón por la que la misma deviene en improcedente razón por la que se debe de rechazar. Falta de Interés Actual: El artículo 275 de la Ley General de la Administración Pública indica que todo aquel que tenga un interés legítimo que pueda resultar afectado, lesionado o satisfecho en virtud del acto final, puede acceder a la justicia administrativa. En este caso la Autoridad Judicial denunciante, tiene ese interés en sentar la responsabilidad del agremiado al no haber asistido a dicho debate. Razón por lo que la defensa se debe rechazar.

De los elementos de prueba aportados a los autos, demostrado quedó que el denunciado si bien es cierto no asistió a dicho debate, obedeció a que no le fue notificada la resolución que rechazaba la solicitud de renuncia a la defensa, por lo que no se le dio la oportunidad a recurrirla o bien apersonarse a citada audiencia. Motivos los cuales encuentra este órgano disciplinario que son suficientes como para eximirlo de responsabilidad disciplinaria.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 
4.32. Expediente 041-05

Denunciado: Lic. Mario Muñoz Quesada

Denunciante: Efraín Solís Ureña

El quejoso refiere que el denunciado le ha causado daños económicos, morales y perjuicios, porque ha mal aconsejado a su cliente para que invada la propiedad que años atrás éste le vendiera.

Indudablemente a todas luces la denuncia es improcedente. Del análisis anterior se concluye que no existe falta que atribuirle al denunciado, ya que lo que se ha suscitado es que la propiedad le pertenece al IDA y se encuentra en disputa entre el quejoso y el cliente del denunciado. De la prueba que consta en autos, no se desprende falta alguna ya que el Licenciado lo que se ha limitado es a autenticar un escrito de recurso de revocatoria del que no se desprende algún daño del que este alude le ha sido causado por denunciado. 

POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

4.33. Expediente 455-04

Denunciado: Lic. Wlliam Mora Guevara

Denunciante: Juan Salazar Araya

Recurso de revocatoria establecido por el denunciante en contra del acuerdo 8.30 de la sesión 05-2005, celebrada el 27 de enero del 2005, en el que se acordó declarar con lugar la excepción previa de prescripción interpuesta por el denunciado.

No se ofrece ningún fundamento que de base para revocar el acto impugnado, los argumentos esgrimidos en su recurso los mismos ya fueron analizados.

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto contra el acto final y dar por agotada la vía administrativa.

4.34. Expediente 226-04

Denunciada: Licda. Juliana Romo Robles

Denunciante: Rafael Fernández Leiva

La denunciada, Licda. Romo Robles presenta aclaración sobre el acuerdo 8.34 de la sesión 05-2005, celebrada el 27 de enero del dos mil cinco.

Si el incidente de nulidad absoluta planteado, sobre que punto lo resolvió la Junta, si fue sobre el acto final o el auto inicial o ambos actos, ya que la sentencia es omisa sobre ese particular. 

Estima esta Junta que al respecto no existen omisiones o aspectos oscuros tanto en el acto final como en el recurso que se deban de aclarar.

POR TANTO:

Se rechaza la solicitud de aclaración planteada y proceder inmediatamente con lo acordado en el acto final.

4.35. Expediente 296-04

Denunciados: Lic. Pedro Beirute Rodríguez y Douglas Román Díaz

Denunciante: María del Carmen Álvarez Álvarez

El lic. Román Díaz presentó recurso de apelación en contra de la resolución que le resolvió el órgano director, aduciendo que no le fue resuelta la excepción de falta de legitimación activa y pasiva, y que solo la planteada por el lic. Beirute Rodríguez que denominó como Falta de Personería activa y pasiva.

A ese respecto debe este órgano colegiado hace suyos los argumentos dados por el órgano director, en el entendido de dicha excepción debe ser resuelta con el dictado del acto final.

POR TANTO:

Se confirma la resolución que se conoce en grado. 

4.36. El Lic. Gerardo Jiménez expresa que se le impuso dos años de suspensión al Lic. José Francisco Herrera Umaña y ya está firme, está para publicar. Sin embargo, el Lic. José Francisco Herrera solicitó a la Junta Directiva la suspensión voluntaria, alegando que él no tiene ningún interés en volver a ejercer la profesión, antes de la publicación de la sanción, lo cual es acogido por la Junta Directiva, por lo tanto está suspendido voluntariamente. La suspensión fue autorizada el 28 de octubre del 2004 y a él se le sancionó el 26 de agosto del 2004. Consulta a la Junta Directiva que procedería en este caso.

El MSc. Iván Salas Leitón manifiesta que se debe averiguar que fue lo que pasó, porque siempre que se suspende, se pide un informe de que están al día en el pago de las cuotas y que no tienen ninguna sanción, por lo que habría que revisar lo que pasó. Estima conveniente que se deja una nota en el sentido de que en el momento que solicite la reincorporación al Colegio se le aplique la sanción.

El Lic. Gerardo Jiménez sugiere que la Junta Directiva considerando que no se hizo la consulta a la Fiscalía, se puede dejar sin efecto el acuerdo que acogió la solicitud de suspensión de voluntaria y publicar, y hasta tanto no se cumpla la sanción, se acoge la suspensión voluntaria.

Los señores directivos deliberan ampliamente sobre el tema y deciden dejar la resolución de este caso pendiente, previo a que se revise el acuerdo de Junta Directiva que dio pie a la suspensión voluntaria del Lic. José Francisco Herrera Umaña, para determinar si se siguió el procedimiento correspondiente en el caso de las suspensiones voluntarias.

SE ACUERDA: 

Dejar pendiente la resolución de este caso, previo a que se revise el acuerdo de Junta Directiva que dio pie a la suspensión voluntaria del Lic. José Francisco Herrera Umaña, hasta que se realice una investigación para determinar si se siguió el procedimiento correspondiente.

4.37. Expediente Número 021-04

Denunciado: Lic. Manuel Tückler Quirós.

Denunciante: Lic. Augusto Hernández Hernández y en representación de Despacho Hernández Asociados y Contabilidades y Asesorías Hernández, S.A.

Denuncia el señor Hernández Hernández en calidad personal y como representante de Despacho Hernández Asociados y Contabilidades y Asesorías Hernández, S.A. que en el año dos mil el Licenciado Tückler Quirós fue contratado para laborar en su despacho y la empresa, la cual se dedica a realizar labores de auditorias y consultorías,; que en agosto del 2003 se comenzaron a notar ciertas anomalías en algunos de los casos que tramitaba el Licenciado Tückler Quirós tales como: que en relación a una escritura de compraventa de lotes por parte de la empresa Logística Aire Mar, S.A. y comprometido al efecto no presentó el respectivo testimonio de escritura realizada por el notario Alessio Blandón y se apropió indebidamente de la suma de quinientos mil colones, que le fuera entregada para la cancelación de derechos de registro, y no fue sino hasta finales del 2003 que ante la presión de una eventual denuncia presentó la escritura; que contratada la labor profesional de elaboración y presentación de denuncia penal del señor Félix Pérez Fiz en contra de la recaudadora Ofinter, en relación a unos cheques dados al primero, presentó la misma, sin justificación hasta el 23 de septiembre del 2003 al descubrirse que no había sido presentada siendo que había sido firmada desde el 14 de agosto del 2002; que estando a cargo de la atención de los procesos civiles 01-000813-184-CI, 02-000179-164-CI y el contencioso administrativo 02-000432-0163-CA, no se cumplió, dentro de los dos primeros procesos: la prevención a afecto de aportar personería de la demandada en el primero a pesar de estar debidamente notificado, y la de aportar facturas originales, personería de las partes y cancelación de timbres en el segundo; y en el tercero de estos procesos se declaró la caducidad del mismo al haber estado paralizado el proceso por mas de seis meses; y, que estando a cargo del denunciado la atención de la solicitud de permiso de trabajo del señor Jaime Ratkovich Angarita, no presentó la documentación necesaria para dicho trámite con la solicitud, ni en forma posterior a pesar de tener conocimiento de dicha insuficiencia pues el señor Ratkovich Angarita firmó escrito al efecto pero este  nunca fue diligenciado.

Se acuerda rechazar las excepciones de falta de derecho, falta de legitimación activa y pasiva, con la salvedad que se dirá, prescripción, y la genérica sine actione agit por improcedente; en aplicación del principio in dubio pro administrado declarar SIN LUGAR la denuncia por los casos de Logística Aire Mar, S.A., del señor Félix Pérez Fiz, y la Cadena Comercial Turrialbeña, pues en el primero se probó la entrega del dinero pero no así cuanto tiempo se retuvo y cuando se presentó la escritura; en el segundo, no se probó que se cancelaran los honorarios correspondientes ni se probó que necesariamente se tuviera que presentar como se denuncia, sea quedaba a discreción y criterio del abogado; y en el tercero, no se probó quien debía contestar la prevención pues figuran dos abogados, el que autentica y al denunciado al que se le otorga poder, pero este no nace a la vida porque le faltaban timbres y no se probó que estos le fueran dados al denunciado; declarar CON LUGAR la excepción de falta de legitimación pasiva en cuanto al extremo relativo al caso de Coopeservidores pues el escrito inicial de demanda está autenticado por otro abogado así que este era quien debía cumplir la prevención y no se ha probado que el caso se le trasladara o de alguna forma se le encargara al denunciado; declarar CON LUGAR la denuncia por los extremos relativos al caso del ejecutivo contra Luis Chinchilla, al caso de Jaime Ratkovich, y al caso contra la Municipalidad de Tibás, en virtud de que en el primero el denunciado tenía poder para cumplir la prevención y no lo hizo; en el segundo, tenia conocimiento de que había documentación faltante al presentar la solicitud y no diligenció su aporte, siendo que si se le habían dado esos documentos; y en el tercero, estando a cargo del proceso caducó por no gestionar nada, el denunciado no probó que renunciara al mismo y de todas formas la fecha en que dice que renunció denota un abandono del caso de cinco meses, así que consecuencia de lo probado se acuerda imponer al Licenciado MANUEL TÜCKLER QUIRÓS TRES MESES DE SUSPENSIÓN.

 
POR TANTO:

a.- En aplicación del principio in dubio pro administrado declarar sin lugar la denuncia por los casos de Logística Aire Mar, S.A., del señor Félix Pérez Fiz, y la Cadena Comercial Turrialbeña.

b. Declarar con lugar la excepción de falta de legitimación pasiva en cuanto al extremo relativo al caso de Coopeservidores.
c.- Declarar con lugar la denuncia por los extremos relativos al caso del ejecutivo contra Luis Chinchilla, al caso de Jaime Ratkovich, y al caso contra la Municipalidad de Tibás, por lo que se acuerda imponer al Licenciado Manuel Tückler Quirós tres meses de suspensión.

4.38. Expediente Número 747-04

Denunciado: Lic. José Antonio Corea Martínez.

Denunciante: De oficio (Dirección Nacional de Notariado).

Se denuncia que el Lic. Corea Martínez en un poder especial autenticó la firma del poderdante siendo que este era para la venta de un carro en Nicaragua, por lo que debía confeccionarse en escritura pública y siendo que además el Lic. Corea Martínez no es notario público habilitado.

Se acuerda declarar SIN LUGAR la denuncia en aplicación del principio in dubio pro administrado y ordenar el archivo del expediente, pues se acreditó que el denunciado autenticó la firma luego de que fuera puesta por el firmante en su presencia y que s ele advirtió a este de que tal documento no iba a servir para lo que se pretendía, y fue a partir del pedimento del poderdante y de un machote que este traía que se redactó el documento, aduciendo además el poderdante que él ya había procedido así en ocasión anterior y que su hermano en Nicaragua se encargaba de terminar el trámite.

POR TANTO:
Se declara sin lugar la denuncia en aplicación del principio in dubio pro administrado y ordenar el archivo del expediente

4.39. Expediente Número 414-04

Denunciada: Licda. Mayra González León.

Denunciante: Marta Eugenia Obando Saborío.

Denuncia la señora Obando Saborío que el pasado mes de diciembre del 2003 su esposo Manuel Ortiz Murillo le comunicó su deseo de abandonar el hogar y divorciarse, que debía procederse con una separación judicial tal y como se lo había recomendado la abogada que había contratado, la Licda. Mayra González León; que en medio del proceso de separación sus hijas decidieron ir a dormir a la casa de su abuela paterna el 18 de marzo del 2004 y aparentemente se comunicaron con su papá que se encontraba de viaje de trabajo en Panamá y este las remitió donde su abogada, la Licda. González León, quien recomendó a su hija mayor, que establecieran una demanda de violencia doméstica en su contra, lo que dice fue precipitado y sobredimensionando los hechos, pues inclusive el juez a cargo del caso dijo en sentencia que en lo denunciado no había violencia doméstica sino una separación mal manejada, y preguntó quien había recomendado tal demanda y hasta se les explicó los fines para los que había sido creada esa sede; que el 19 de marzo del 2004 llegó con su hija a mayor, una patrulla y dos policías, para sacar las pertenencias de sus hijas hablando con gran altanería y vociferando, que ya previamente la denunciada le había hablado por teléfono para negociar la salida del país de su hija menor por vacaciones de Semana Santa, insistiéndole que no le llamara sino mas bien a su abogad.

Se acuerda declarar SIN LUGAR la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente pues no se comprobó que la asesoría fuera precipitada ni irresponsable y mas bien la medida adoptada y hecha respondía al apremio de la situación y las circunstancias del caso; la interposición de la denuncia por violencia doméstica fue acuerdo de las hijas de la denunciante, el padre de estas y la denunciada, y esta si sugirió diálogo pero la hija mayor de la denunciante no quiso proceder así, lo que ellas declararon en el juzgado fue su voluntad sin intervención de la denunciada y así lo ratificaron el día de la audiencia respectiva, aunque extrañamente había un escrito, presentado el mismo día de la audiencia, en que se decía no tener interés en las medidas y que había un mal entendido y no violencia, pero como se dijo, posteriormente en la audiencia se reitera lo denunciado; a pesar de que no se probó la existencia de los hechos como violencia doméstica si hay indicios fuertes de que el conflicto que motivó toda esta situación si existió, de hecho actualmente las hijas de la denunciante no han querido volver con ella, quien también interpuso denuncia contra su hija mayor a raíz de las mismas circunstancias; no puede hablarse de que la actuación de la denunciada haya contribuido a la desintegración familiar por haber intervenido de forma irresponsable, como se denuncia pues ya la denunciante había comprobado el adulterio de su esposo e interpuesto demanda de separación por esta causal y de pensión, siendo que al final se firmó separación por mutuo.

 

POR TANTO:
Se acuerda declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.
4.40. Expediente Número 428-03

Denunciada: Lic. Anselmo Pérez Castro

Denunciante: Lic. Carlos Calderón Suárez. 
Recursos de revocatoria con apelación en subsidio interpuestos por el Lic. Anselmo Pérez Castro en contra del acuerdo 8.40 de la sesión 05-2005 mediante el cual se resolvió el recurso de revisión interpuesto por la misma parte; y solicitud de adición de la anterior resolución.

Claramente los recursos interpuestos son improcedentes, por lo que se acuerda RECHAZARLOS DE PLANO, pues ya la vía administrativa está agotada y se pretende impugnar es la resolución que resuelve la revisión que es recurso extraordinario, pues los ordinarios ya se ejercieron y resolvieron; por otro lado no hay en la resolución citada, nada que adicionar y tan sólo debe atenderse en el sentido de cuando comienza tal sanción, pues los demás puntos que se solicitan aclarar son manifiestamente improcedentes (que se hace el abogado sancionado con los señalamientos que tiene y si la sanción le inhibe de recurrir resoluciones; si para presentar denuncia por medio de abogado debe este estar al día).

POR TANTO:
Los recursos interpuestos son improcedentes, por lo que se rechazan de plano, pues ya la vía administrativa está agotada.

4.41. Expediente Número 677-04

Denunciada: Licda. Yelba Mairena Bermúdez.

Denunciante: Lic. Carlos Manuel Urbina Solera.

Recurso de revocatoria interpuesto por el denunciado en contra del rechazo de plano de la denuncia.

En sustento del recurso alega el denunciante que no se puede llegar a la conclusión que se llegó sin antes evacuar la prueba ofrecida pues de lo contrario se estaría violando el debido proceso y el principio del contradictorio, y que con la prueba se corroborará que lo afirmado en cuanto a las amenazas de muerte que supuestamente él había hecho contra un perito dentro de una sumaria no fueron afirmaciones sólo del cliente de la denunciada.

Se acuerda declarar CON LUGAR el recurso de revocatoria y en su lugar ordenar la apertura del procedimiento, pues en efecto a pesar de que se tiene fuertes indicios para llegar a la conclusión a que se llegó para el rechazo de plano, ciertamente debe evacuarse la prueba y así ser analizada toda en conjunto.

POR TANTO:
Se declara con lugar el recurso de revocatoria y en su lugar ordenar la apertura del procedimiento

4.42. Expediente Número 063-04

Denunciado: Lic. Carlos Martínez Ocampo.

Denunciante: María del Milagro Navarro Camacho.

Recurso de revocatoria interpuesto por el denunciado en contra del acto final mediante el cual se le impuso una sanción de dos meses de suspensión.

En sustento del recurso se alega que en efecto patrocinó a la denunciada en la fijación de visitas, y para cuando le fueron notificadas a esta las mismas, él era ya amigo y abogado del señor O’Byrne y es este señor quien le encomienda contestar la acción judicial referida, corriendo él con los gastos y a esa fecha no existía proceso judicial o extrajudicial entre el señor O’Byrne y la denunciante; que desde esa fecha hasta la celebración  de la audiencia de conciliación él solo actuó como mediador y fue a principios de año que la denunciante estableció el proceso de pensión contra entre el señor O’Byrne y que este le solicitó contestar, así que las diligencias era totalmente diferentes, no existiendo ningún interés contrapuesto entre la denunciante y el señor O’Byrne ni causa en que patrocinara de esa forma, así que no había información que pudiera favorecer a alguna de las personas indicadas; que a la audiencia de conciliación a la que asistió representando a la denunciante del cuatro de abril puso toda diligencia y tan es así que nunca se le cuestionó su actuación ante el Colegio sino que se le volvió a buscar, siendo que además el acuerdo tomado en esa audiencia y que se homologó, ponía fin al proceso y a su vínculo profesional con la denunciante, el proceso de pensión en contra del señor O’Byrne se suspendió y finalmente por solicitud de la denunciante se dio por terminado, así que desde el cuatro de abril del 2002 a setiembre del 2003 él no patrocinó gestión o procedimiento alguno de la quejosa y por el contrario, para el trámite del proceso de filiación estaba ya terminado el de régimen de visitas, siendo que el anterior a su vez termina con sentencia del Tribunal de Familia notificada el dos de setiembre del 2003.

Se acuerda declarar CON LUGAR el recurso de revocatoria y DAR POR AGOTADA LA VIA ADMINISTRATIVA, en virtud de que con la nueva prueba aportada el denunciado acredita que para cuando ejerció a favor de la denunciante dentro del proceso sumario de visitas, no había todavía proceso, procedimiento o gestiones algunas fuera de proceso entre la denunciante y el señor O´Byrne, sin que hubiera tampoco revelación de información alguna que pudiera usarse en contra de o para favorecer a alguna de las que serían partes, así que no estaba patrocinando en causa en que existieran intereses contrapuestos, y para el otro extremo, lleva razón el denunciado en cuanto a que la audiencia de conciliación a que se hace referencia en la resolución sancionatoria representó un único acto que por el acuerdo hizo que el proceso llegara a su fin, y con el fin del proceso así también finaliza el vínculo cliente-abogado, sea ya había terminado su relación el denunciado con la denunciante cuando contestó la demanda de pensión y presentó la paternidad en patrocinio del señor O’Byrne, siendo que las partes de uno y otro proceso eran distintas y el propósito de cada uno también lo era, no pudiendo hablarse de deslealtad pues se acredita que la denunciante tenía conocimiento de lo actuado por el denunciado.

 

POR TANTO:
Se declara con lugar el recurso de revocatoria y se ordena el archivo del expediente. Se da por agotada la vía administrativa. 

4.43. Expediente Número 135-05

Denunciado: Lic. José Sánchez Chavarría.

Denunciantes: Brian Long y Larry Long.

Se denuncia que el Lic. José Sánchez Chavarría fungió como fiduciario de Vacations Brokers Internacional Inc, que dicha sociedad fue vendida al señor John Teskey y como fiduciario el denunciado debía entregar las acciones conforme el comprador girara los pagos, el comprador incumplió los pagos y exigió al denunciado la entrega de las acciones, a lo que este se negó y hasta tuvo que plantear un denuncia por amenazas contre al señor Teskey y este a su vez fue denunciado penalmente y las acciones de la compañía que aun tenía en su poder fueron secuestradas por parte de la autoridad judicial; que el denunciado renunció al cargo verbalmente y entregó el informe final el 18 de diciembre de 2004, que a pesar de su renuncia, ha gestionado ante el Juzgado Penal que se le entreguen las acciones para finalmente entregárselas al señor Teskey perjudicándolos con ello porque la deuda no ha sido saldada, razón por la cual interpone la denuncia en esta sede administrativo disciplinaria. Se acuerda RECHAZAR DE PLANO la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente, pues en ningún momento el denunciado ha actuado como abogado sino como fiduciario y si tal cargo se incumple ello debe ser reclamado en la vía correspondiente y si de sus actuaciones que se denuncian como irregulares ha habido de forma alguna la existencia y eficacia de estas y la determinación de si con estas se ayuda o facilita ilícito alguno o hasta el investigado o si como se denuncia se favorece a una persona, todo ello debe ser determinado ante la autoridad judicial correspondiente, pues se habla aquí de actuaciones de la persona profesional en derecho no en ejercicio de tal sino como cualquier ciudadano en desempeño de un cargo privado; en todo caso los alegatos de la intervención del denunciado dentro del proceso penal de la forma en que se denuncia, deben hacerse ante el juez que conoce del proceso si atiende los pedimentos del denunciado o no.

 

POR TANTO:
Se rechaza de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente

4.44. Expediente Número 656-04

Denunciado: Lic. Carlos Sandoval Núñez.

Denunciante: Rafael Antonio Agüero Hernández.

El señor Agüero Hernández denuncia que contrató al Licenciado Sandoval Núñez para la confección de la escritura de traspaso de un vehículo, que lo que firmaron fue un contrato de compra venta del vehículo, en el entendido de que a los cinco días posteriores a la firma del contrato de compra venta se confeccionaría la escritura de traspaso y por ello le pagó por adelantado los honorarios y gastos de traspaso, y que a pesar de todo ello el vehículo no se encuentra a su nombre.

Se acuerda RECHAZAR DE PLANO la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente, pues de autos se puede colegir que la persona que atendió al denunciante no fue el denunciado sino alguien que usó sellos con el nombre de este y de hecho le hizo otros documentos, pero siempre firmando como Carlos Sandoval Núñez, sin serlo, sino que fue una persona que suplantó al denunciado, a quien además le habían sustraído recientemente sus sellos de abogado.

 

POR TANTO:
Se rechaza de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente

4.45. Expediente Número 008-05

Denunciada: Licda. Zulema Villalta Bolaños.

Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Cartago).

Se denuncia que la Licda. Villalta Bolaños no se hizo presente a audiencia preliminar programada dentro de la sumaria 02-200037-345-PE por el delito de lesiones culposas.

Se acuerda RECHAZAR DE PLANO la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente, pues de autos se aprecia que a la denunciada no se le decretó abandono de la defensa y además se le permitió seguir gestionando dentro del expediente e inclusive se le notificó el nuevo señalamiento a preliminar.

 

POR TANTO:
Se rechaza de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

4.46. Expediente Número 031-05

Denunciado: Lic. Alejandro Fernández Carrillo.

Denunciante: Lic. Manuel Portuguéz Benedettini en representación de Arte Moderno Armo, S.A.

Denuncia el Lic. Portuguez Benedettini, que con ocasión del proceso ejecutivo hipotecario que se tramita en el Juzgado Quinto Civil de Mayor Cuantía del Segundo Circuito Judicial de San José, bajo el expediente 97-000963-184-CI de Soluciones Internacionales, S.A. en contra de su representada se dictó resolución en que se resolvía un incidente de nulidad absoluta y a la vez se ordena poner en posesión a la parte actora por medio de comisión que debía ser enviada al Juzgado Civil de Mayor Cuantía del Segundo Circuito Judicial de San José, siendo que sin haberse notificado esta resolución a las partes ni alcanzado firmeza el Lic. Alejandro Fernández Carrillo, abogado director de la parte actora, utilizando influencias ante un funcionario no identificado del Juzgado obtiene la entrega de la comisión que ordena poner en posesión y la presenta en la recepción de documentos del Segundo Circuito Judicial de San José el día inmediato siguiente de dictada la resolución dicha; que tal actuación es un acto con intención de dañar a su representada cercenando el debido proceso sobre una serie de gestiones pendientes de resolver e inhibiendo el pronunciamiento oportuno sobre las mismas, incluyendo la impugnación de la resolución citada al principio, siendo que posteriormente el juzgado comisionado revocó la puesta en posesión ante gestiones de su parte haciéndole saber que habían varias gestiones pendientes de resolver, pero no obstante luego este juzgado revocó la resolución que ordenaba devolver la comisión si diligenciar, ordenando llevar cabo la misma, resolución que se impugnó ante el superior pues ante el juzgado dictante fue denegada la impugnación respectiva.

Se acuerda RECHAZAR DE PLANO la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente, en virtud de que se estima que la actuación del denunciado deriva precisamente de la diligencia debida a la parte que representa y por supuesto tiene interés en que la puesta en posesión sea sin dilación, lo que es en promoción de los intereses de la representada del denunciado y la consecuente ganancia querida de tiempo al efecto; las circulares cuya inobservancia se denuncia como hecho generador de responsabilidad disciplinaria se refieren a las comisiones para notificar y en este caso no es este el tipo de comisión de que se trata y estas están dirigidas a las autoridades judiciales, por lo que en consecuencia el conocimiento e infracción a las mismas serán también por las autoridades judiciales, habiendo en todo caso responsabilidad del funcionario judicial. La impugnación que se resolvía y que dice el denunciante estaba pendiente no se le otorgaba efecto suspensivo alguno así que nada impedía el diligenciamiento de la comisión. El proceso estaba en una etapa final, pues ya había habido remate, y ya había resolución firme que lo aprobaba, ordenaba la cancelación de gravámenes y autorizaba la protocolización de piezas. La comisión cuyo objeto es notificar puede ser entregada al abogado director o personas autorizadas, con más razón la que comisiona para la práctica de una diligencia ya ordenada. Finalmente la autoridad judicial resolvió la práctica de la puesta en posesión independientemente de las impugnaciones de la representada del denunciante y, como bien hizo notar aquella, tal diligencia sólo podía ser suspendida por orden expresa del juzgado comisionante o autoridad superior. Lo diligenciado es una comisión, no es una actuación dentro de proceso de conocimiento ni siquiera de ejecución, por lo que en consecuencia no es una actuación que admita discusión legal alguna sino ante la autoridad que ordena la diligencia que aquí se trata.

 

POR TANTO:
Se rechaza de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

4.47. Expediente:  358-04 

Denunciado:  Lic. Mario Barrantes Céspedes.   

Denunciante:  Ligia Caballero Mora.-

Las partes en aras de restablecer la paz social llegaron a una conciliación y solicitaron el archivo del  expediente. Se acuerda homologar el acuerdo conciliatorio y archivar el expediente.

POR TANTO:
Se homologa el acuerdo conciliatorio y se ordena el archivo del expediente.

4.48. Expediente: 483-04 

Denunciada: Lic. Carlos Fallas Corrales.

Denunciante: Wendy Obando Nuñez.-

Las partes en aras de restablecer la paz social llegaron a una conciliación y solicitaron el archivo del  expediente. Se acuerda homologar el acuerdo conciliatorio y archivar el expediente.

POR TANTO:
Se homologa el acuerdo conciliatorio y se ordena el archivo del expediente.

4.49. Expediente: 142-04 

Denunciado: Lic. Ricardo Alberto Guevara Duarte.

Denunciante: Walter Torres Montero.

En el presente caso se denuncian actuaciones en el ejercicio de la función notarial y no de la abogacía, por lo que se acuerda DECLARAR LA INCOMPETENCIA por razón de materia y remitir las diligencias al Juzgado Notarial para que procedan conforme a derecho corresponde.

POR TANTO:
Se declara la incompetencia por razón de materia y remitir las diligencias al Juzgado Notarial para que procedan conforme a derecho corresponde.

4.50. Expediente: 716-04 

Denunciada: Lic. Juan Jiménez Delgado.

Denunciante: De oficio. (Juzgado Penal I Circuito).-

Para considerar la apertura de este procedimiento se le previno a la parte denunciante que aportara piezas o aclarara aspectos que resultarían indispensables a la hora de analizar el escrito de la denuncia. Se otorgo un plazo de diez días hábiles para que aportara la información y transcurrido el plazo no se contestó la prevención, por lo que se acuerda declarar inadmisible la denuncia y ordenar el ARCHIVO de los expedientes.

POR TANTO:
Se declarar inadmisible la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

4.51. Expediente: 731-04 

Denunciada:  Licda. Marjorie Moscoso Solís y Licda. Violeta Bonilla Vargas.

Denunciante: De oficio. (Juzgado Penal Heredia)

Para considerar la apertura de este procedimiento se le previno a la parte denunciante que aportara piezas o aclarara aspectos que resultarían indispensables a la hora de analizar el escrito de la denuncia. Se otorgo un plazo de diez días hábiles para que aportara la información y transcurrido el plazo no se contestó la prevención, por lo que se acuerda declarar inadmisible la denuncia y ordenar el ARCHIVO de los expedientes.

POR TANTO:
Se declarar inadmisible la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

4.52. Expediente:  313-04 

Denunciado:  Licda. Roxana Quirós Fernández y Lic. Bernal Castillo Rojas.   

Denunciante  Galef González López.- 

El denunciante desistió de su denuncia y solicitó el archivo del expediente. Por lo tanto se acuerda acoger el desistimiento al haberse hecho conforme a derecho. 

POR TANTO:
Se acoge el desistimiento por haberse hecho conforme a Derecho.

4.53. Expediente:  687-04 

Denunciado:  Lic. Oscar Pessoa Arias.  

Denunciante  José Luis Fonseca Mora.-

El denunciante desistió de su denuncia y solicitó el archivo del expediente. Por lo tanto se acuerda acoger el desistimiento al haberse hecho conforme a derecho. 

POR TANTO:
Se acoge el desistimiento por haberse hecho conforme a Derecho.

4.54. Expediente:  048-05 

Denunciado:  Lic. Olger Solís Hernández.  

Denunciante: Sergio Elizondo Garofalo.-

El denunciante desistió de su denuncia y solicitó el archivo del expediente. Por lo tanto se acuerda acoger el desistimiento al haberse hecho conforme a derecho. 

POR TANTO:
Se acoge el desistimiento por haberse hecho conforme a Derecho.

4.55. Expediente:  144-05

Denunciado:  Lic. Juan Carlos Arce Chavarría.  

Denunciante: De oficio, (Tribunal de Juicio, sede Pérez Zeledón).-

El denunciante desistió de su denuncia y solicitó el archivo del expediente. Por lo tanto se acuerda acoger el desistimiento al haberse hecho conforme a derecho. 

POR TANTO:
Se acoge el desistimiento por haberse hecho conforme a Derecho.

4.56. Expediente 769-04 

Denunciado: Licda. María Esther  Campos Ramírez.

Denunciante: Melvin Fallas Díaz.

En el presente expediente, el denunciado interpone recurso de apelación en contra del auto de inicio, en el cual no se aportan elementos probatorios ni argumentos que haga necesario variar la resolución que se recurre. El auto ha sido dictado conforme a derecho, por lo que no se encuentra vicio que lo haga devenir en nulo. 

POR TANTO:
Se declara sin lugar el recurso y se ordena continuar con el procedimiento.-

ARTICULO 5) INFORMES DE LOS SEÑORES DIRECTIVOS

5.1. Informes del señor Vicepresidente, Lic. Alejandro López Mc Adam

5.1.1. El Lic. Alejandro López Mc Adam informa que el día de hoy se realizó la reunión de la Comisión del Congreso Jurídico Nacional. Han seguido barajando cómo va a ser el trabajo, siempre proponiendo que sea en la semana del 15 de agosto. Doña Rosaura Matarrita y el señor Kerry Ramírez van a tener listo un lineamiento de los ejes temáticos, de cómo se van a manejar para poder proponerlo en Junta Directiva para que ojalá, de hoy en quince días puedan tomar una decisión, para determinar si aceptan el tema de la ética y cuáles serán las reglas del juego que se van a proponer. Eso es en términos generales, porque han seguido analizando diferentes formas de realizar el Congreso y creen que ya mas o menos lo tienen establecido.
ARTICULO 6) INFORMES DEL DIRECTOR EJECUTIVO
6.1. El Lic. José Luis Meneses Rímola expresa que en la sesión Nº11-05 celebrada el 10 de marzo del 2005, a raíz de que se había ofrecido que don Arturo Fournier representara al Colegio de Abogados en la reunión de la UIBA en Argentina, se le aprobaron $500, pero el acuerdo no quedó tácito sino que lo deja como una posibilidad, por lo que solicita que se modifique el acuerdo en el sentido de que el Colegio de Abogados colaborará con los $500, ya que es necesario porque la reunión está muy próxima.

SE ACUERDA: 

Modificar el acuerdo 10.3. de la sesión Nº11-05 celebrada el 10 de marzo del 2005 que textualmente dice: “Comunicarle al Dr. Arturo Fournier que el Colegio de Abogados puede colaborar con la suma total de $500 correspondiente a inscripción y hospedaje, para que represente al Colegio de Abogados en la reunión de Delegados de la UIBA a celebrarse en Argentina” para que en adelante se lea: Comunicarle al Dr. Arturo Fournier que el Colegio de Abogados colaborará con la suma total de $500 correspondientes a inscripción y hospedaje, para que represente al Colegio de Abogados en la reunión de Delegados de la UIBA a celebrarse en Argentina”

6.2. El Lic. José Luis Meneses Rímola expresa que en la Asamblea General de noviembre del 2004, en la modificación del presupuesto del 2004, se le asignaron recursos a las sedes regionales por veintinueve millones quinientos cuatro mil setecientos sesenta y ocho colones, y de la liquidación del presupuesto del 2003 se le asignaron once millones doscientos sesenta y un mil trescientos veintisiete colones, ambas sumas dan un total de cuarenta millones setecientos sesenta y seis mil noventa y cinco colones. Todo ese dinero iba para sedes regionales, pero ahora que se ha hecho toda la distribución de cursos que van a desarrollar en cada sede y pidiendo don Gilberto que haya centros de costos para que se sepa que se le está dando a cada Asociación y en qué lo están gastando, se propone la siguiente modificación Nº3, que lo que hace es tomar estas dos partidas y distribuirlas entre todas las Asociaciones y sedes regionales de acuerdo con los programas que hay para cada una. Por otro lado se refuerza una partida para preaviso y cesantía, pues hace dos sesiones se aprobó liquidar a una persona de la Dirección Académica y la partida de liquidaciones tiene fondos bajos por lo que se propone darle contenido:

El propósito de la presente es presentar la Modificación #3 al presupuesto del año 2005, para su aprobación por la Junta Directiva, realizada conjuntamente con el Lic. Henry Arroyo Villegas

Con esta modificación, se están distribuyendo los recursos de la partida sin asignación específica para las Sedes Regionales a las mismas y además se está reforzando la parida Preaviso y Cesantía de la Dirección Académica.

	COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA

	FONDO DE ADMINISTRACION

	PRESUPUESTO 2005

	MODIFICACION  INTERNA #3

	TRASLADO ENTRE PARTIDAS

	 
	
	MONTO DE LA
	

	
	
	MODIFICACION
	

	PARTIDAS DE EGRESOS A AUMENTAR
	
	

	DIRECCION ACADEMICA
	
	
	

	PREAVISO Y CESANTIA
	
	675,000.00
	

	ADMINISTRACION SEDES REGIONALES
	
	

	SALARIO ORDINARIO 1/2 TIEMPO
	786,840.00
	

	AGUINALDO
	
	65,570.00
	

	CUOTA PATRONAL C.C.S.S.
	
	204,578.40
	

	ASDECA
	
	15,736.80
	

	RIESGOS PROFESIONALES
	
	23,605.20
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	3,360,000.00
	

	IMPREVISTOS
	
	818,921.59
	

	ASOCIACION DE ABOGADOS HUETAR NORTE (CIUDAD QUESADA)

	SALARIO ORDINARIO 
	
	1,822,680.00
	

	AGUINALDO
	
	151,890.00
	

	CUOTA PATRONAL C.C.S.S.
	
	473,896.80
	

	ASDECA
	
	36,453.60
	

	RIESGOS PROFESIONALES
	
	54,680.40
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	337,500.00
	

	ALQUILERES
	
	550,000.00
	

	EQUIPO DE COMPUTO
	
	300,000.00
	

	MOBILIARIO Y EQUIPO DE OFICINA
	397,000.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	727,986.00
	

	SERVICIO DE AGUA
	
	22,000.00
	

	REMODELACION
	
	470,000.00
	

	ASOCIACION GRECIA
	
	
	

	SALARIO ORDINARIO 
	
	1,739,680.00
	

	AGUINALDO
	
	144,973.33
	

	CUOTA PATRONAL C.C.S.S.
	
	452,316.80
	

	ASDECA
	
	34,793.60
	

	RIESGOS PROFESIONALES
	
	52,190.40
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	300,000.00
	

	APORTE
	
	900,000.00
	

	ALQUILER LO ASUME LA ASOCIACION
	
	

	EQUIPO DE COMPUTO
	
	300,000.00
	

	MOBILIARIO Y EQUIPO DE OFICINA
	397,000.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	211,072.00
	

	REMODELACION
	
	420,000.00
	

	ASOCIACION SANTA CRUZ
	
	
	

	SALARIO ORDINARIO 
	
	1,407,680.00
	

	AGUINALDO
	
	117,306.67
	

	CUOTA PATRONAL C.C.S.S.
	
	365,996.80
	

	ASDECA
	
	28,153.60
	

	RIESGOS PROFESIONALES
	
	42,230.40
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	225,000.00
	

	ALQUILERES
	
	560,000.00
	

	EQUIPO DE COMPUTO
	
	300,000.00
	

	MOBILIARIO Y EQUIPO DE OFICINA
	397,000.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	471,240.00
	

	REMODELACION
	
	400,000.00
	

	ASOCIACION GUAPILES
	
	
	

	SALARIO ORDINARIO
	
	1,407,680.00
	

	AGUINALDO
	
	117,306.67
	

	CUOTA PATRONAL C.C.S.S.
	
	365,996.80
	

	ASDECA
	
	28,153.60
	

	RIESGOS PROFESIONALES
	
	42,230.40
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	337,500.00
	

	ALQUILERES
	
	400,000.00
	

	EQUIPO DE COMPUTO
	
	300,000.00
	

	MOBILIARIO Y EQUIPO DE OFICINA
	397,000.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	861,732.00
	

	REMODELACION
	
	400,000.00
	

	PEREZ ZELEDON
	
	
	

	SALARIO ORDINARIO
	
	1,573,680.00
	

	AGUINALDO
	
	131,140.00
	

	CUOTA PATRONAL C.C.S.S.
	
	409,156.80
	

	ASDECA
	
	31,473.60
	

	RIESGOS PROFESIONALES
	
	47,210.40
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	375,000.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	957,480.00
	

	ZONA SUR
	
	
	

	SALARIO ORDINARIO
	
	1,241,680.00
	

	AGUINALDO
	
	103,473.33
	

	CUOTA PATRONAL C.C.S.S.
	
	322,836.80
	

	ASDECA
	
	24,833.60
	

	RIESGOS PROFESIONALES
	
	37,250.40
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	262,500.00
	

	ALQUILERES
	
	400,000.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	800,000.00
	

	PUNTARENAS
	
	
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	187,500.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	837,984.00
	

	QUEPOS
	
	
	

	SALARIO ORDINARIO
	
	896,400.00
	

	AGUINALDO
	
	74,700.00
	

	CUOTA PATRONAL C.C.S.S.
	
	233,064.00
	

	ASDECA
	
	17,928.00
	

	RIESGOS PROFESIONALES
	
	26,892.00
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	337,500.00
	

	ALQUILERES
	
	360,000.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	801,984.00
	

	NICOYA
	
	
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	187,500.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	483,996.00
	

	LIMON
	
	
	

	SALARIO ORDINARIO
	
	1,328,000.00
	

	AGUINALDO
	
	110,666.67
	

	CUOTA PATRONAL C.C.S.S.
	
	345,280.00
	

	ASDECA
	
	26,560.00
	

	RIESGOS PROFESIONALES
	
	39,840.00
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	225,000.00
	

	ALQUILERES
	
	600,000.00
	

	EQUIPO DE COMPUTO
	
	300,000.00
	

	MOBILIARIO Y EQUIPO DE OFICINA
	397,000.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	739,536.00
	

	CARTAGO
	
	
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	112,500.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	105,536.00
	

	LIBERIA
	
	
	

	SALARIO ORDINARIO
	
	1,407,680.00
	

	AGUINALDO
	
	117,306.67
	

	CUOTA PATRONAL C.C.S.S.
	
	365,996.80
	

	ASDECA
	
	28,153.60
	

	RIESGOS PROFESIONALES
	
	42,230.40
	

	HONORARIOS CURSOS
	
	150,000.00
	

	ALQUILERES
	
	1,120,000.00
	

	PASAJES FLETES Y VIATICOS
	
	401,136.00
	

	TOTAL PARTIDAS A AUMENTAR
	
	44,344,156.92
	

	
	
	
	

	PARTIDAS DE EGRESOS A REBAJAR
	
	

	ADMINITRACION GENERAL
	
	
	

	OTROS
	
	675,000.00
	

	SEDES REGIONALES
	
	
	

	PLAZAS NUEVAS
	
	2,903,060.80
	

	PARTIDA SIN ASIGNACION ESPECIFICA
	40,766,096.12
	

	TOTAL PARTIDAS A REBAJAR
	
	44,344,156.92
	


SE ACUERDA: 

Aprobar la Modificación #3 al presupuesto del año 2005, presentada por el Lic. José Luis Meneses Rímola.

ARTICULO 7) LA SIGUIENTE LISTA DE QUEJAS NUEVAS SE TRASLADA A LA FISCALÍA POR PARTE DE LA SECRETARIA.

1. Expediente Nº 158-05

Denunciado: Lic. Roy Barboza Blanco

Código: 12594

Denunciante: Maribel Gutiérrez Villalobos

Fecha de Ingreso: 15 de marzo de 2005

Folios: 8

Copias: 2

2. Expediente Nº 159-05

Denunciado: Lic. Roy Barboza Blanco

Código:  12594

Denunciante: De Oficio, Juzgado Segundo Familia

Fecha de Ingreso: 18 de marzo de 2005

Folios: 1

Copias: 18

3. Expediente Nº 160-05

Denunciado: Lic. Juan Ant. Vásquez Vendaña

Código:  3106

Denunciante: Juan de la Cruz Pineda Ruiz

Fecha de Ingreso:  18 de marzo de 2005

Folios: 2

Copias: 11

4. Expediente Nº 161-05

Denunciado: Lic. Ana Elieth Moraga Moraga

Código:  6111

Denunciante: Jeffrey Derek Crookbain

Fecha de Ingreso:  18 de marzo de 2005

Folios: 6

Copias: 14

5. Expediente Nº 162-05

Denunciado: Lic. Allen López Baltodano

Código:  9800

Denunciado: Lic. Alexander Murillo Rojas

Código: 8404

Denunciante: Sandra Mejías Montero

Fecha de Ingreso: 18 de marzo de 2005

Folios: 1

Copias: 7

6. Expediente Nº 163-05

Denunciado: Lic. Víctor Jiménez Navarro

Código:  3402

Denunciante: Mª del Pilar Gómez Marín
Fecha de Ingreso: 18 de marzo de 2005

Folios: 2

Copias: 1

7. Expediente Nº 164-05

Denunciado: Lic. Maria Méndez Reyes

Código:  11504

Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal Hacienda y Función Pública

Fecha de Ingreso: 18 de marzo de 2005

Folios: 1

Copias: 20

8. Expediente Nº 165-05

Denunciado: Lic. Carlos Luis Marín Barrantes

Código:  7052

Denunciante: Flor Mª Chacón Mora 

Fecha de Ingreso: 28 de marzo de 2005

Folios: 2

Copias: 

9. Expediente Nº 166-05

Denunciado: Lic. Laura Chapentier Soto

Código:  6371

Denunciante: Jesse Morales García
Fecha de Ingreso: 28 de marzo de 2005

Folios: 8

Copias: 100

10. Expediente Nº 167-05

Denunciado: Lic. John Brenes Ortiz

Código:  4040

Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal Desamparados

Fecha de Ingreso: 28 de marzo de 2005

Folios: 1

Copias: 

11. Expediente Nº 168-05

Denunciado: Lic. Andrés González López
Código:  9188

Denunciante: De Oficio, Juzgado pensiones Alimentarias Cartago

Fecha de Ingreso: 28 de marzo de 2005

Folios: 1

Copias: 601

12. Expediente Nº 169-05

Denunciado: Lic. Rafael A. Madrigal Rojas

Código:  1684

Denunciante: Edwin Buzano Díaz
Fecha de Ingreso: 29 de marzo de 2005

Folios: 3

Copias: 4

13. Expediente Nº 170-05

Denunciado: Lic. Rodrigo Herrera Fonseca

Código:  7056

Denunciante: Carlos Rodríguez Salazar

Fecha de Ingreso: 29 de marzo de 2005

Folios: 2

Copias: 2

14. Expediente Nº 171-05

Denunciado: Lic. Danilo Araya Madrigal

Código:  10005

Denunciante: John Norvell Hill

Fecha de Ingreso: 30 de marzo de 2005

Folios: 2

Copias: 2

15. Expediente Nº 172-05

Denunciado: Lic. Nuria Matarrita Martínez
Código:  10567

Denunciante: John Markus Pennisi

Fecha de Ingreso: 30 de marzo de 2005

Folios: 2

Copias: 6

16. Expediente Nº 173-05

Denunciado: Lic. Richard Acuña Campos

Código:  2261

Denunciante: Registro Publico

Fecha de Ingreso: 31 de marzo de 2005

Folios: 51

Copias: 

17. Expediente Nº 174-05

Denunciado: Lic. Ronald Chavarria Escamilla

Código:  14472

Denunciante: Luis A. Chavarria Jiménez
Fecha de Ingreso: 31 de marzo de 2005

Folios: 12

Copias: 

SE LEVANTA LA SESIÓN A LAS VEINTIDOS HORAS.
_______________________________
 _______________________________

Lic. Alejandro López Mc Adam        MSc. Grettel Ortiz Alvarez          

         Vicepresidente         

    Secretaria
